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El gasto en 
educación en 
Uruguay y su 
repercusión en 
la condiciones 
de trabajo de los 
docentes. Una 
mirada histórica 
y comparada.
El presente documento está basado en un artículo 
realizado para la Federación Nacional de Profesores 
de Educación Secundaria (Fenapes) publicado en la 
revista del gremio en diciembre de 2014. A su vez, se 
nutre de otros trabajos realizados para la Asociación 
de Funcionarios de la Universidad Tecnológica 
del Trabajo (Afutu) y la Unión de Funcionarios del 
Consejo Directivo Central (UFC).

El documento aborda el análisis de las bases ma-
teriales del sistema educativo en la actualidad. Para 
ello se contextualiza históricamente el gasto educativo 
mirando el presupuesto para la Administración Nacio-
nal de Educación Pública (ANEP) y la universidad de la 
república (Udelar) desde 1968 hasta la actualidad. Esta 
mirada permite dar cuenta que la carencia de recursos 
de la educación tiene su génesis en la dictadura y con-
tinúa hasta nuestros días. Si bien, desde la asunción 
de los gobiernos progresistas tuvo lugar una fuerte re-
cuperación (alcanzando el nivel previo a la dictadura), 
hay una matrícula superior y se arrastran muchos años 
de deterioro edilicio, mobiliario y de los trabajadores 
de la educación.

Por otra parte, cuando se toman modelos como 
referentes a nivel discursivo para hacer comparacio-
nes internacionales, no se suele analizar el esfuerzo 
presupuestal que realizan dichos países para obtener 
esos resultados. Por este motivo, se aborda una com-
paración internacional del gasto en educación especifi-
cando algunas precauciones metodológicas que deben 
hacerse para realizar dicha comparación. 

Por último se analizan los salarios, viendo su nivel 
y evolución. Al igual que con el análisis del presupues-
to educativo, se contextualiza la evolución de los sala-
rios desde la reapertura democrática, comparándolos 
con los salarios del resto de la economía. Asimismo, se 
intenta aportar más insumos a la discusión caracteri-
zando algunos problemas de la situación laboral de los 
docentes1, intentando vincular los problemas salaria-
les a estas condiciones. Luego se acude a comparacio-
nes internacionales para dimensionar la situación de 
los docentes de algunos de esos países referentes y dar 
pistas para pensar que los problemas de la educación 
no solo se mejoran con más salarios o más recursos, 
pero es una condición indispensable y más en un país 
con tantos años de rezago.

La importancia del Gasto en Educación en la 
Economía: la Prioridad Macroeconómica

Existen múltiples indicadores para evaluar el 
esfuerzo que hace un país en la educación, aunque 
ninguno de ellos está exento de limitaciones. El más 
utilizado para hacer comparaciones internacionales y 

1	 Bajo el concepto docente se incluyen maestros, docentes 
de nivel medio y técnico y de la UdelaR.
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temporales es la prioridad macroeconómica (Gasto en 
Educación/Producto Bruto Interno), que da cuenta del 
esfuerzo que realiza una economía en destinar recursos 
a la educación en relación a toda la riqueza generada.

En el gráfico 1, puede verse la evolución histórica 
de la asignación presupuestal a la educación como 
porcentaje del Producto Bruto Interno (PBI); notando-
se que a partir de la dictadura hay un gran deterioro 
de la misma. Luego de ese descenso abrupto, se perci-
ben dos escenarios2: uno que va desde 1973 hasta 1995, 
donde se ve una tendencia a la baja de la inversión en 
educación; el otro va desde 1996 hasta 2013. En este úl-
timo año, se alcanza el valor de 1968, pero como se verá 
más adelante, con un cambio sustancial en  a matri-
culación, sobre todo a nivel medio y terciario. No obs-
tante, se precisan varios años para revertir el deterioro 
estructural a la vez que se adecua la realidad institucio-
nal a una demanda al sistema distinta.

Por otra parte, más allá de la evolución, el gasto en 
educación se caracteriza por tener una dispersión re-
lativamente importante. La educación pública muestra 
una alta volatilidad y existen al menos tres razones que 
ayudan a explicar dicha dinámica:

2	 La serie está truncada entre el 1969 y el 1972 por falta de 
datos. Previo al 1969 la ejecución de anep-udelar era toda en un 
mismo inciso.

• Las economías del continente son muy volátiles, 
más que los capitalismos centrales y Uruguay no es 
una excepción (Bértola y Ocampo, 2013; Bértola y Lo-
renzo, 2004).

• La recaudación necesaria para poder habilitar 
este gasto también es sumamente volátil, principal-
mente porque depende en gran medida de impuestos 
al consumo que es aún más inconstante que la produc-
ción (Gómez Sabaíni, 2012).

• Además, como demuestran Azar y Fleitas (2012), 
tras los ajustes fiscales, la educación es uno de los ru-
bros del gasto que primero se reduce. A su vez, mues-
tran que las economías latinoamericanas tienen una 
mayor volatilidad (a pesar de que pueda tener niveles 
altos o bajos en promedio) en el gasto en educación, en 
contraposición de los países de ingreso medio y alto, 
donde hay un comportamiento mucho más estable. 
Esto hace que la inversión educativa tenga un carácter 
procíclico: aumenta en períodos de auge económico 
y se retrae en momentos de crisis. Según los autores, 
“una de las razones que puede explicar las diferencias 
en los niveles de gasto público social entre países se 
vincula a la propia gestión de la política fiscal. La re-
caudación de impuestos, el endeudamiento, el pago de 
intereses y los resultados fiscales pueden incidir en la 
asignación de recursos presupuestales al gasto social” 
(Azar y Fleitas, 2012:17).

Gráfico 1. Prioridad macroeconómica de ANEP-UDELAR desde 1961 al 2013.
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Por otra parte, es necesario analizar el esfuerzo 
económico en relación a la matriculación y la cober-
tura, mirando a su vez cada subsistema. Por un lado, 
la Educación Primaria logra la cobertura casi total 
a mediados de la década del 50. Asimismo la tasa de 
matriculados aumenta sostenidamente debido al creci-
miento de la población, hasta alcanzar su pico máximo 
a fines de la década del 60 (360.000 estudiantes), para 
luego estabilizarse en 320.000. Esta cifra combina por 
un lado, el descenso en la tasa de natalidad y por otro, 
el aumento de cobertura: para niños/as de 5 años con 
la Ley 17.015 de 1998; para niños/as de 4 años con la 
Ley 18.154 de 2007. Por este motivo, en ambos caso se 
alcanza la universalización. Además se han puesto en 
marcha salas de 3 años aunque aún no se ha alcanzado 
la universalización.

En el caso de Secundaria, la constitución de 1967 
imponía la obligatoriedad de la enseñanza hasta el 
ciclo básico, lo que suponía 9 años de escolarización 
obligatoria. Superando de esta manera el umbral pre-
vio establecido en la constitución de 1952, que tenía 
como objetivo normativo la finalización de primaria. 
Este cambio implicó, junto con otros, un crecimiento 
de singular magnitud en la matrícula en el nivel secun-
dario.

El trabajo de la Comisión de Inversión y Desarrollo 
Económico (CIDE), estimaba que la matriculación en la 
educación pública y privada media (no técnica) ascen-
dió de 34.226 en 1950 a

79.510 en 1963. Según el informe de la CEPAL 
(1990), para 1970 la matrícula ya había ascendió a 
132.145, completando un crecimiento del 286% para un 
total de 20 años y en la actualidad la cifra alcanza unos 
230.000 (ANEP), es decir más del doble de la cifra de 
principio de la serie del gráfico 1.

Las estimaciones de Bértola y Bertoni (1999) en 
un trabajo que compara la cobertura en educación de 
Uruguay con algunos países desarrollados, ilustran de 
buena forma la génesis de lo que hoy se entiende como 
“crisis de la educación media”. Según sus cálculos, 
para mediados del siglo XX la cobertura en educación 
media era de un 10%. Para el año 1973, la cobertura 
en enseñanza media en Uruguay era del 40%. Ya para 
1980, la cobertura bajó al 33%, consumando el proceso 
de rezago que se visualiza hoy en las comparaciones 
internacionales.

Por último, la Udelar tuvo una evolución ascen-
dente de la matriculación en todo el período, pasando 

de algo más de 18.000 estudiantes en 1968 a 110.000 en 
2012 (censo Udelar, 2013). Es difícil hablar de cobertura 
para el nivel terciario universitario, pero según estima-
ciones propias con la Encuesta Continua de Hogares 
(ECH 2013) de la población que terminó secundaria el 
57% accede o accedió a la Udelar y representa un 16% 
de la población mayor de 18 años.

Por tanto, si bien se alcanzó el gasto previo al dete-
rioro de la imposición del modelo neoliberal, ese nivel 
de gasto arrastra muchos años de rezagos y una de-
manda al sistema más intensa sobre todo en los niveles 
secundario y terciario.

Comparación internacional

Antes de comenzar con la comparación internacio-
nal, es necesario tener dos precauciones, una referen-
te a los aportes patronales a la seguridad social y la 
otra referente a qué se considera dentro del gasto en 
educación.

La educación pública tiene un aporte patronal de 
19,5% mientras que la tasa genérica del resto de la eco-
nomía es de 7,5% . A su vez, desde el año 1990 los pa-
trones del sector privado no aportan al fondo nacional 
de vivienda (FNV), aporte que sí realiza la administra-
ción pública con un 1% sobre los ingresos nominales 
de los trabajadores. La intención de este apartado no 
es plantear la falsa dicotomía entre disputar recursos 
a la interna del Estado, sobre todo cuando se trata de 
gasto social, pero sí poner en evidencia que en el rubro 
aportes patronales hay una tasa diferencial que no de-
bería considerarse gasto en educación sino una suerte 
de subsidio a la seguridad social.

Con el fin de obtener gasto que efectivamente se 
destina a la educación, se realizan dos simulaciones. 
Por un lado se quitan los aportes patronales, los apor-
tes al FNV y los aportes patronales al fondo nacional 
de salud (Fonasa), y por otro, se realizan los cálculos 
suponiendo que la educación pública aporta lo mismo 
que el resto de la economía -7,5% de aportes patrona-
les y 5% aporte Fonasa-.

Como se muestra en el cuadro 1, el gasto que ejecu-
tó la ANEP en el año 2013 quitando los aportes patro-
nales, bajan el peso de la educación en el PBI de 3,27% 
a 2,6%. A su vez, si se considera el aporte que reali-
za el resto de la economía, este gasto sería un 3.02% 
del PBI. El mismo cálculo para la Udelar arroja que el 
gasto pasa de 0,70% a 0,55% del PBI en caso de no 
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contabilizar el aporte patronal, y a 0,62% en caso de 
contabilizar el aporte patronal de 7,5% a la seguridad 
social y de 5% al Fonasa. Si bien no tomamos en con-
sideración como son los sistemas de aporte del resto 
de los países del mundo, es posible que las compara-
ciones sin contar esta sobretasa sea la más adecuada.

La otra precaución se refiere a los gastos que se 
consideran gasto en educación, cuando se habla del 
área educación suele contabilizarse algunos concep-
tos de gasto que no son ejecutados en los incisos dedi-
cados en exclusividad a la educación -ANEP y UdelaR-, 
ejemplo de estos son la educación militar y policial, 
los boletos para los estudiantes, entre otros. Si bien 
estos tienen larga data en nuestro país, con la nueva 
forma utilizada para contabilizar el gasto público3, pa-
saron a estar considerados en el gasto en educación. 
A su vez, existen otros gastos nuevos que son ejecuta-
dos por fuera de la ANEP y la Udelar, que también son 
contabilizados como educación. Es interesante aclarar 
que las estadísticas del banco mundial incluyen este 
tipo de gasto cuando se habla de gasto en educación.

En los últimos años este cambio ha instaurado un 
debate en torno al presupuesto educativo, el gobierno 
afirma que ha alcanzado el 4,5% del PBI, cifra que fue 
la meta histórica de los reclamos sindicales. Pero es 
sabido que a ese número se le ha computado mucho 
gasto que no son los incisos tradicionales del gasto en 
educación y tampoco el 4,5% que reclaman los sindi-
catos, esta cifra fue puesta a plebiscito impulsado por 
el movimiento sindical en 1994, donde se pretendía 
poner en la constitución un piso para la ANEP y la 
Udelar de esa cifra. Se partía del diagnóstico de la ne-
cesidad de ese esfuerzo para mejorar sustancialmente 
las carencias de varios años de rezago y una paulatina 
mejora del sistema educativo.

Más allá del debate, de qué se contabiliza o no en 
el gasto en educación, es necesario resaltar cuáles son 
los incisos en que se ejecutan ese gasto y ver que hay 
de nuevo en ese gasto y cuanto pesa. En el cuadro 2 

3	 Se pasó de una mirada por incisos a una mirada por área 
de política.

puede verse los incisos, la ejecución que realizan en 
programas computados en educación y el peso en re-
lación al PBI.

Cabe resaltar que en los últimos períodos de go-
bierno el gasto en educación que no se ejecuta en 
ANEP y Udelar se ha incrementado considerablemen-
te, representado el 0,5% del PBI, aproximadamente 
unos 236,7 millones de dólares. Los incisos “Subsidios 
y subvenciones” y “Diversos créditos” es donde se 
destaca un incremento del gasto pesando ambos un 
0,16% del PBI4.

Este gasto se caracteriza por su habilidad ejecuti-
va, pero tienen algunas desventajas cuando se piensa 
la educación en la perspectiva de mediano y largo pla-
zo. Por ejemplo: da mayor discreción al gasto según 
la voluntad del jerarca de turno; suelen ser programas 
pensados y ejecutados por fuera de los ámbitos de go-
bierno de la educación generando contradicciones y 
rechazo por los actores de la educación y como resul-
tado generan una pérdida de autonomía financiera y 
política a la hora de pensar el sistema educativo por 
el hecho de colocar recursos fuera de los entes de la 
educación.

Con independencia de las precauciones anterio-
res, nuestro país tiene un gasto en educación que dista 
de ser “alto”. Si tomamos el gasto en educación en re-
lación al PBI de todos los países del mundo, Uruguay 
aparece por debajo de la mediana, o sea, se encuen-
tra entre el 50% que menos invierte en educación en 
los países registrados. Si consideramos el ajuste antes 
explicado, debido al sobre gasto en los aportes patro-
nales nos encontramos en el 25% de países que menos 
gastan en educación del mundo. En tercer lugar, gas-
tar un 6% del PBI para la educación implicaría ubicar 
a Uruguay en el 3er Cuartil, o sea, el 25% de países que 
gastan más.

4	 En subsidios y subvenciones se ejecuta el plan ceibal que 
pesa 0,13% del PBI y en diversos créditos el componente de
educación de la agencia nacional de investigación e innovación 
(ANII) que representa el 0,03% del PBI.

Cuadro 1. Ejercicio de simulación con los aportes patronales de ANEP-UdelaR
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Salario y condiciones de trabajo
En el apartado primero se mostró que el presupues-

to para ANEP y Udelar se ha incrementado considera-
blemente en los últimos años, alcanzando los niveles 
previos al deterioro de la década de los 70 en lo que 
refiere a la prioridad macroeconómica. También com-
plementamos la dimensión presupuestal con la matri-
culación, donde al deterioro presupuestal se suma al 
aumento de la población en las instituciones educati-
vas, aspecto particularmente relevante en secundaria 
y la universidad.

Del presupuesto total ejecutado en ANEP y Udelar, 
algo más del 80% se destina al pago de salarios, por 
tanto, los bajos niveles de gasto en educación dicen 
mucho de la situación salarial. Los conflictos más re-
cientes en la educación han tenido en lo salarial uno 
de sus ejes principales y si bien hay un reconocimiento 
mayor de su importancia, este es problemático al me-
nos por 2 razones: a) se pretende evaluar el desempeño 
docente a través del desempeño escolar de los alum-
nos; b) el aumento salarial estar vinculado a la promo-
ción de una nueva política salarial y de incentivos a los 
docentes correlacionados con dicho desempeño.

Debe tenerse presente que en la cuestión salarial 
tal vez radique una de las contradicciones más relevan-
tes en la educación del SXXI: mientras la tarea docente 
se ha vuelto más compleja, exigente y vigilada, los do-
centes tienen menos prestigio, respeto, estatus y sala-
rios que sus pares del SXX (Torres, 2000).

Una idea de la anterior afirmación puede verse al 
comparar la evolución y el nivel de los salarios docen-
tes en relación al resto de la economía. En el gráfico 2, 
podemos ver la evolución del salario docente en rela-
ción al resto de la economía para el período 1986-2014. 

Como se observa, el salario docente evoluciona por de-
bajo del salario promedio de la economía en la mayor 
parte del período analizado, agudizando la profunda 
caída del período de la dictadura. Luego de la crisis del 
2002 el salario docente ha logrado evolucionar por en-
cima del promedio de la economía recuperando leve-
mente la posición perdida en décadas anteriores.

La evolución da una idea temporal del comporta-
miento del salario, pero es necesario complementarlo 
con el nivel para tener una mejor lectura de la valori-
zación económica de la tarea. En la revista de Fenapes 
(diciembre, 2014), se presenta el salario promedio de 
los trabajadores de la enseñanza medidos por el valor 
hora y se los compara con el resto de los trabajadores 
de la economía agrupados según la clasificación indus-
trial internacional uniforme (CIIU), allí mostramos que 
los trabajadores de la enseñanza se encuentran en el 
puesto 9 de 21 ramas de actividad y ganaban en el en-
torno del salario promedio de la economía.

Con el fin de tener una idea de las oportunidades 
económicas de un trabajador con similares años de es-
tudio que un docente, realizamos el mismo ejercicio de 
agrupación pero tomando a los trabajadores que ten-
gan más de 3 años aprobados de educación terciaria 
universitaria o formación en educación. En esta com-
paración los docentes se encuentran en el puesto 10 de 
21 y también un poco por debajo del promedio.

Esta idea puede ser complementada con el in-
forme del instituto nacional para la evaluación de la 
educación (INEE, 2014), donde se realiza un estudio 
comparativo del salario docente hora con otras ra-
mas de actividad ajustando las comparaciones con 
las características de formación pero también consi-
deran otras características observables como el sexo, 

Cuadro 2. Ejecución del gasto contabilizado en educación por fuera de ANEP, la UdelaR y 
el peso en el PBI. Año 2013, pesos corrientes
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la edad, el nivel educativo, si es trabajador de medio 
tiempo, la formalidad del puesto de trabajo, si trabaja 
en el sector público, si reside en Montevideo y si es 
asalariado.

Este trabajo arroja que el promedio de los profe-
sionales y técnicos que no trabajan en la docencia lo-
gran un ingreso 21,8% superior al de los docentes, en 
el 2012. Por tanto, al comparar individuos con las mis-
mas características observables, la diferencia entre el 
ingreso laboral por hora de otros profesionales y téc-
nicos respecto de los docentes se acentúa a favor de 
los primeros. Los bajos salarios en términos relativos 

puede ser una de las explicaciones posibles para com-
prender la falta de maestras de primaria y de docentes 
del nivel medio y sobretodo de docentes titulados. La 
matriculación en formación docente y magisterio ha 
permanecido estancada desde el 2004 y la tasa de re-
emplazo para el caso de las maestras y algunas asig-
naturas de nivel media han sido negativos en varios 
casos. Es claro que no es la única explicación para 
este fenómeno, pero los bajos salarios en relación al 
resto de oportunidades en otras ramas de actividad y 
las condiciones laborales, pueden ser una línea argu-
mental para encontrar una explicación (Alves, 2013).

Cuadro 3. Distribución de las prioridades macroeconómicas de todos los países del 
mundo

Gráfico 2. Indice del salario real docente y de toda la economía. Años 1986-2014. 
(base 100=Enero 1986
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Es evidente que los docentes no consiguen malos 
salarios en relación al resto de los trabajadores del Uru-
guay, de hecho, logran posicionarse muy cercanos al 
promedio de los asalariados, cosa que en una sociedad 
desigual en el ingreso no es poca cosa. Pero ese salario 
es logrado a costas de una carga horaria excesiva, situa-
ción que va en desmedro de una tarea de calidad. En el 
cuadro 3, puede verse la distribución de las horas dedi-
cadas a la tarea en el lugar de trabajo y las dedicadas en 
la casa.

Una primer lectura puede hacerse con la carga hora-
ria, donde el 25% de los docentes tiene una dedicación 
de 20 horas aulas o menos, y la contracara de esta afir-
mación es que el 75% tiene más de 20 horas aula -hay 
que aclarar que en estas estimaciones están incluidos 
los docentes de la UdelaR que no siempre realizan do-
cencia directa en toda su carga horaria, pero no cambia 
sustancialmente si se excluyen del análisis-. Otra lectura 
interesante del cuadro, es que cuanto mayor es la carga 
horaria, menor es la dedicación a la tarea extra aula.

El informe del INEE (2014) cita un trabajo realizado 
por la OCDE, donde con un relevamiento realizado entre 
profesores de educación secundaria obligatoria de 34 
países, muestran que la dedicación media de los docen-
tes es de 38 horas semanales. De las cuales alrededor de 
la mitad le dedican a la enseñanza directa y la otra mitad 
a actividades fuera del aula.

A su vez, también por la ECH 2013, sabemos que el 
42% de los docentes de la ANEP y de la Udelar son mul-
tiempleados5 y los que están en esta situación trabajan 
en promedio 51 horas semanales -considerando las ho-
ras extra aula-.

A esto hay que sumarle el componente de género 
de los docentes, donde el 72% son mujeres. Según el 
informe de tiempo libre y trabajo no remunerado ela-
borado por la facultad de ciencias sociales y el instituto 
nacional de estadísticas (INE), las mujeres tienen una 
mayor carga de las tareas domésticas que los varones, 
esta carga se incrementa en mayor medida para las mu-
jeres cuando existe presencia de menores en el hogar, 
pasando a significar el triple de tiempo que los varones 

5	 Por cómo se realiza la pregunta en la ECH se considera otro 
trabajo cuando trabaja en más de un subsistema o en otro
trabajo privado.

en igual situación. Para el caso de las docentes, el 28% 
vive con al menos un menor de 6 años en el hogar, el 
47% vive con al menos un menor de 13 años y el 60% 
vive con al menos un menor de 18 años. Por tanto, para 
el 60% de la población docente las tareas del hogar son 
una carga importante en sus vidas.

Esta excesiva carga horaria de los docente, el con-
texto y las condiciones de trabajo sumado al trabajo 
dedicado a la vida doméstica, pueden ser unas de las 
causas que den pistas para interpretar el informe de cer-
tificaciones médicas de la ANEP (2014). En dicho infor-
me pueden verse muchos problemas de salud asociados 
a la sobrecarga, en lo que hace a las consecuencias pue-
den destacarse que en el segundo semestre del 2014 casi 
la mitad de los funcionarios de la ANEP se certificaron 
al menos una vez y que en ese semestre se certificaron 
818.284 días de trabajo de los docentes.

Por último, es interesante a tener en cuenta cuando 
se realizan afirmaciones sobre la mala calidad de la edu-
cación en Uruguay y se la compara con otros países del 
mundo. Para lograr comparaciones más acertadas cabe 
preguntarse ¿como reconoce económicamente esta ta-
rea esos países “exitosos”?. Por ejemplo, un caso que ha 
tenido un relativo revuelo en los últimos años es la mala 
puntuación de Uruguay en las pruebas del “programme 
for international student assessment” (PISA). Los infor-
mes de dichas pruebas, tienen estadísticas comparati-
vas sobre los salarios docentes de la educación media 
de los países sometidos a la prueba medidos como por-
centaje del PBI -ajustado por paridad de poder de com-
pra-. De ahí puede verse que los docentes de educación 
media de Uruguay son remunerados en un 77% del PBI 
per cápita y se encuentra en el puesto 47 de los 53 países 
del ranking ordenados desde el país que mejor paga a 
sus docentes al peor.

A modo de síntesis

Los recursos destinados a la educación en uruguay 
tienen una larga data de rezago. Con la dictadura el pre-
supuesto se reduce sustancialmente y no muestra indi-
cios de recuperación hasta mediados de los 90 con las 
reformas impulsadas por Rama, cosa que no se dio para 
la Udelar donde comienza una recuperación recién a 
partir del 2005.

Cuadro 4. Carga horaria que se dedica al aula, la dedicación total y la relación aula-extra 
aula según momentos de la distribución
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Con los gobiernos progresistas el presupuesto ha 
mejorado para la ANEP y la Udelar llegando a cifras si-
milares a las previas al golpe de Estado. Pero el esfuer-
zo sigue siendo insuficiente en relación al deterioro 
generado durante varios lustros de escasez de recursos 
concomitantes a una demanda creciente hacia el sis-
tema educativo. A su vez, han aumentado formas de 
financiamiento que atentan contra la autonomía, como 
el incremento del gasto en educación por fuera de los 
entes específicos de la educación y para el caso de la 
Udelar direccionando las partidas para el desarrollo de 
programas concretos.

Asimismo, cuando se ataca al sistema educativo 
por sus malos resultados y se lo compara con otros 
modelos “exitosos”, se suele perder de vista que éstos 
últimos suelen invertir sustantivamente más que Uru-
guay en educación. De hecho, nuestro país está entre 
los países que menos invierte en educación de la región 
y del mundo en relación a su PBI.

El rezago presupuestal tiene una relación directa 
con la situación salarial de los docentes debido a que 
el salario representa algo más del 80% del presupuesto 
ejecutado. Por tanto, luchar por más salario es sinóni-
mo de luchar para mejorar las condiciones de los tra-
bajadores de la educación, como una de las formas de 
mejorar la calidad del sistema educativo en general.

El salario docente sufre de desprestigio en relación 
a los años de estudio, la tarea y las exigencias. Si bien 
es cierto que en los últimos años ha mejorado su posi-
ción relativa, estos esfuerzos no alcanzan para revertir 
la situación de la que se partía. De hecho, la mitad de 
los docentes tiene multiempleo y muchas horas de tra-
bajo, atentando contra la calidad educativa y sus po-
sibilidades de formarse para mejorar la tarea, a la vez 
que puede ser una de las causas para explicar la falta 
de docentes en primaria y nivel medio.

Al comparar la situación salarial y laboral de uru-
guay con otros países del mundo, se logra dimensionar 
los problemas antes expuestos, sobre todo cuando se 
hacen comparaciones con los modelos que han estado 
en el discurso como “exitosos”. Según el informe de las 
pruebas PISA, Uruguay es de los que peor paga a sus 
docentes de todos los países sometidos a las mismas, 
situándose en el puesto 47 de 53 países. A su vez, los 
docentes de los países de la OCDE trabajan en prome-
dio 38 horas semanales, pero solo le dedican 19 horas al 
aula, el resto la destinan a otras tareas como: evaluar, 
preparar, formarse y trabajar para el centro educativo, 

mientras que en Uruguay se dedica en promedio cerca 
de 30 horas al aula y solo 8 a las otras tareas.

Por tanto, si bien la lucha por más y mejor educa-
ción no es solo por recursos, este documento intenta 
dar herramientas para mostrar que los aumentos pre-
supuestales son fundamentales para posibilitar los 
cambios necesarios y es por lo tanto, una tarea indis-
pensable para las organizaciones del campo popular 
en su conjunto.

Referencias bibliográficas

Alves G (2013). “Por qué deberíamos aumentar los 
salarios docentes”. Blog razones y personas repensando 
Uruguay, recuperado el 6 de abril de http://www.
razonesypersonas.com/2013/07/porque-deberiamos-
aumentar-los.html

Avalos B, cavada P, Pardo M, Sotomayor C (2010). “La 
Profesion Docente: temas y Discusiones en La Literatura 
internacional”. Centro de Investigaciones avanzadas en 
educación, Universidad de Chile.

Azar P, Fleitas S (2012). “Base de datos histórica sobre 
gasto público social y revisión de sus principales 
tendencias (1950-2008)”. INSTITUTO DE ECONOMIA Serie 
Documentos de Trabajo DT 22/12.

Azar, P.; Bertino, M.; Bertoni, R.; Fleitas, S.; García Repetto, 
U.; Sanguinetti, C., Sienra, M. Y Torrelli, M. (2009): “¿De 
quiénes, para quiénes y para qué? Las finanzas públicas 
en el Uruguay del siglo XX”. Editorial Fin de Siglo, 
Montevideo, Uruguay.

Azar, P. y Bertoni, R. (2004): “En busca de la inversión 
del Gobierno Central (1935-1959)”, III Jornadas 
de investigación de Historia Económica (AUDHE), 
Montevideo.

CEPAL. 1990. ¿Aprenden los estudiantes? El Ciclo Básico 
de Educación Media. Montevideo. CEPAL.

Bértola L, Ocampo JA (2013). “ Desarrollo, vaivenes y 
desigualdades. Una historia económica de América 
Latina desde la independencia”. Secretaría general 
Iberoamericana.

Bértola L, Bertoni R (2012). “Educación y aprendizaje: su 



12 | Estatutos, Fueros Sindicales, Negociación Colectiva y Salud Laboral

contribución a la definición de escenarios de convergencia 
y divergencia”. Documentos de trabajo (Programa de 
Historia
Económica y Social, Unidad Multidisciplinaria, Facultad de 
Ciencias Sociales, Universidad de la República).

Bértola L, Lorenzo F. (2004), ”Witches in the South: 
Kuznets- like swings in Argentina, Brazil and Uruguay 
since the 1870s”. Van Zanden, J.L. & Heikkinen, S. (eds.) 
Explorations in Economic Growth.

Bértola L, Bertoni R (1999). “Educación y Aprendizaje: 
su contribución a la definición de escenarios de 
convergencia y divergencia”. Documento de Trabajo 49, 
Unidad Multidisciplinaria, Facultad de Ciencias Sociales, 
Montevideo.

Filgueira C, Filgueira F (1994). El largo adiós al país 
modelo. Montevideo. Arca -Kellog Institute.

Gentili P, Suarez D, Stubrin F, Gindin J (2004). “Reforma 
educativa y luchas docentes en América Latina”. Educ. 
Soc., Campinas, vol. 25, n. 89, p. 1251-1274.

Gómez Sabaíni, Juan; Jiménez, Juan Pablo y Rossignolo, 
Darío. 2012. “Imposición a la Renta Personal y equidad en 
América Latina: Nuevos Desafíos”

Hargreaves A (2003). “Enseñar en la sociedad del 
conocimiento (La educación en la era de la inventiva)”. 
Barcelona. Octaedro, pp.244.

Instituto Nacional de Evaluación educativa (INEEd) (2014). 
“Estado sobre el estado de la educación en Uruguay”. 
Recuperado el 6 de abril del 2015 en http://ieeuy2014.
ineed.edu.uy/

Messina p, Sanguinetti M (2014). “Presupuesto y 
educación”. Revista de FENAPES, recuperado el 6 de abril 
del 2015 de http://www.fenapes.org.uy/novedades/
revista-diciembre-2014/

Torres R M (2000). “De agentes de la reforma a sujetos 
del cambio: la encrucijada docente en América Latina”. 
Perspectivas, XXX.



Estatutos, Fueros Sindicales, Negociación Colectiva y Salud Laboral | 13 

Jimena Castillo, Hugo Dufrechou, Victoria 
González, Martín Jauge, Pablo Messina y 
Martín Sanguinetti. Integrantes de la Coo-
perativa de Trabajo “Comuna”.

Apuntes para una 
mirada sobre 
la coyuntura 
y la lucha 
presupuestal1

Resumen Ejecutivo

El presente trabajo tiene por objetivo hacer una lec-
tura de la coyuntura para aportar insumos a la discusión 
de la Ley de Presupuesto para el próximo quinquenio 
(2016-2020), con especial énfasis en el presupuesto a la 
educación.

Desde el gobierno se viene alertando sobre la des-
aceleración de la economía y sobre un resultado fiscal a 
mejorar para reducir el difícil del 3,4% del PIB. Ante esta 
situación se habla de un presupuesto cauteloso y austero 
pero marcando algunas prioridades como ser la educa-
ción, seguridad pública y el Sistema Nacional de Cuida-
dos.

Bajo este panorama, en este documento se intenta 
amenizar esta situación alarmista, mostrando que la pro-
yección de crecimiento del PBI según el Fondo Monetario 
Internacional (FMI) es de 2,8% para este año, superior al 
promedio de crecimiento de los últimos 60 años pero no 
al de los últimos 10. Las principales causas de dicha des-
aceleración se vinculan con la caída de los precios de los 
bienes que exporta nuestro país y por el enlentecimiento 
de los flujos de la Inversión Extranjera Directa a la región.

Todo lo anteriormente mencionado, configura un 
escenario poco propicio para la lucha presupuestal que 
ya está enfrentando un panorama complejo. Sin embar-
go, pelear por más gasto en salud, vivienda, educación e 
inversión pública sumado a aumentar  la progresividad 
de la estructura tributaria implica mejorar la distribución 
de los recursos en la sociedad (disputar excedente al ca-
pital).

1	 Trabajo realizado por Jimena Castillo, Hugo Dufrechou, Victoria 
González, Martín Jauge, Pablo Messina y Martín Sanguinetti. 
Integrantes de la Cooperativa de Trabajo “Comuna”.

Introducción
Nadie que emita un juicio sobre la realidad, lo hace 

desde una mirada neutral. Esto aplica a las ciencias 
sociales en general y por tanto a la  económica en par-
ticular. Partimos de una perspectiva que considera a 
Uruguay como país capitalista dependiente, es necesa-
rio por tanto analizar qué variables relevar para poder 
tener una lectura que contribuya a la lucha social. En-
tendemos el análisis de la dependencia de manera in-
tegrada, o sea, mediante la articulación de los aspectos 
económicos, sociales y políticos.

En el plano económico, la dependencia da cuenta 
según (Dos Santos, 2011) de “una situación en la cual 
un cierto grupo de países tienen su economía condi-
cionada por el desarrollo y expansión de otra econo-
mía a la cual la propia está sometida”. Esto se expresa 
con la transferencia de recursos económicos desde las 
economías periféricas a las centrales a través del inter-
cambio desigual de bienes y servicios, el pago de inte-
reses de deuda externa y la transferencia de ganancias 
desde las filiales entre otros mecanismos. También, 
se condiciona la estructura productiva que se carac-
teriza por ser altamente primarizada y especializada, 
es decir, se producen y exportan pocos productos, de 
origen agropecuario y con escaso valor agregado. Ade-
más, la importación de tecnologías de alta compleji-
dad diseñadas en y para los contextos productivos de 
las economías centrales, condicionan nuestro aparato 
productivo e inhiben el desarrollo de capacidades tec-
nológicas propias.

En el plano social y político, pueden analizarse 
los procesos de dominación históricos tanto internos 
como externos. En lo interno, existen poderosos gru-
pos de élites, que asientan su acumulación en este tipo 
de inserción internacional y marcan una dominación 
en el plano cultural y simbólico -por ejemplo, median-
te la imposición de pautas de consumo funcionales al 
patrón productivo de las economías centrales-, sobre 
el resto de la población que en gran medida suelen ser 
masas populares tanto obreras como de producción 
para la subsistencia. Este entramado social local, es 
clave para comprender la desigualdad presente e his-
tórica de nuestro continente.

En el plano internacional -el externo- las presio-
nes de los organismos internacionales, las agencias 
calificadoras de riesgo y las empresas transnacionales 
forman parte del entramado institucional de poder que 
marca las reglas de juego para la acumulación de capi-
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tal a escala global y de forma gravitante en los países 
periféricos y por tanto, se combinan con los intereses 
de los grupos dominantes locales. A estos grupos este 
tipo de inserción productiva, comercial y financiera, 
les es funcional ya que se benefician de la misma. A su 
vez, cuenta con un gran aparato de dominación en el 
plano subjetivo, como ser la utilización de los grandes 
medios de comunicación de masas, los análisis de los 
asesores del capital a través de empresas consultoras, 
entre tantos otros. Logrando de esta forma imponer 
una mirada particular de la realidad sesgadas en favor 
de sus intereses.

Visión panorámica de algunos fenómenos 
macroeconómicos

Desde los medios de comunicación se ha instalado 
en el debate y la opinión pública, la idea de que la eco-
nomía no tendrá el dinamismo que ha demostrado en 
la década anterior. Parte de este mensaje vino alentado 
por fuentes oficiales (El País, 07-04-2015; El País 08-
04-2015) por ejemplo, el Presidente Vázquez dijo que 
se espera un crecimiento económico para el año 2015 
de un 2,5%; el Fondo Monetario Internacional proyectó 
un crecimiento del 2,8% para este año y un promedio 
de 3,1% anual para el quinquenio, menor al crecimien-
to promedio anual del periodo 2003-2014 (5,03%). Esto 
no significa que experimentaremos una crisis o rece-
sión, ya que el producto crecerá y tendrá un nivel de 
crecimiento anual superior al que ha caracterizado a 
la economía uruguaya en los últimos 60 años.

Si analizamos desde 1955 (año que se estancó el 
Modelo de Industrialización Sustitutiva de Importacio-
nes o “crecimiento hacia dentro”) hasta 2014, vemos 
que la tasa de crecimiento anual del Producto Interno 
Bruto (PIB) por persona a precios constantes fue de 
1,66%. Además, si abarcamos desde 1974 (año en que 
se retoma el modelo de crecimiento hacia afuera con 
la implantación del Plan Nacional de Desarrollo) hasta 
2014, el PIB por persona creció 2,36% promedio anual. 
Por tanto, si ajustamos el crecimiento proyectado con 
la tasa de crecimiento de la población para el siguiente 
quinquenio, se espera un crecimiento del 2,9% anual 
por persona, cifra superior al crecimiento promedio 
anual del modelo instaurado en el 1974.

Otra comparación posible a realizar consiste en 
contrastar las actuales proyecciones de crecimiento 
con el desempeño económico de 1990-1998, etapa de 
crecimiento de la segunda ola de reformas neolibe-
rales. En ese sentido, podemos observar que el creci-
miento del PBI per cápita fue de 3,6%. Es interesante 
porque si bien fue mayor al proyectado actualmente, 
sus niveles no difieren en demasía, y nos permite vi-
sualizar que pueden suceder cuando con crecimientos 
económicos moderados se realizan procesos de ajustes 
regresivos: el crecimiento económico del pbi per cápita 
en los 90s fue acompañado de aumento de la pobreza, 
indigencia, desigualdad y exclusión social.

Para intentar explicar el dinamismo del PIB, pon-
dremos atención tanto en la evolución de algunos de 
sus componentes más relevantes, así como también en 
los determinantes que fundamentan dicha evolución.

I- Exportaciones

Las exportaciones representan en 2014 un 23,37% 
del PIB, y dan muestra de los sectores más dinámicos 
de la economía uruguaya. Dentro de estas, para el mis-
mo año: la soja representó el 16%, la carne bovina el 
14% y la celulosa el 9%2. A este tipo de producto, de 
origen natural con bajo o medio valor agregado difícil 
de diferenciar de otros similares, se le suma que suelen 
existir muchos productores a nivel mundial. Esto hace 
que un país pequeño como Uruguay no pueda influir 
en el precio, sino que es determinado por el mercado 
mundial -a este tipo de productos se les denomina 
commodities-.

A su vez, las exportaciones en el patrón de acu-
mulación actual son el componente que explican la 
dinámica del crecimiento de la economía, por eso se 
habla de un modelo de “crecimiento hacia afuera”. En 
ese marco es importante analizar la evolución que ha 
tenido el precio de los commodities, y en particular de 
aquellos que nuestro país exporta, para comprender el 
crecimiento vertiginoso de los últimos 10 años y el en-
lentecimiento en la actualidad. Como puede verse en el 

2	 Datos de Uruguay XXI: http://www.uruguayxxi.gub.uy/
exportaciones/wp-content/uploads/sites/2/2014/09/Anuario-
Estadi%CC%81stico-2014.jpg
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gráfico 1, los precios de los productos que más pesan 
en la canasta exportadora de Uruguay son los precios 
de los alimentos, estos tuvieron un aumento importan-
te desde el comienzo del nuevo milenio que se mantu-
vo hasta los últimos meses del año pasado, a partir de 
allí, comenzaron a caer. No obstante esta caída en los 
precios de los principales productos exportables del 
Uruguay, el nuevo nivel de precios, es superior al nivel 
de los mismos en la década de 1990.

El contexto favorable de los precios de los commo-
dities de los últimos años3, sumado a un fuerte flujo 
de Inversión Extranjera Directa (IED) que, por un lado, 
incentivó la introducción de nuevos productos expor-
tables como la soja y la madera, y por otro extendió las 
mejoras tecnológicas que habían comenzado en los 90 
en sectores tradicionales como la ganadería, hizo que 
la economía uruguaya sufriera un proceso de  repri-
marización en su frente externo. Mientras que entre 
1997-99 el 60% de los bienes exportados eran de origen 
agropecuario para el período 2009-11, el porcentaje fue 
de 75% (Bértola et al., 2014). A su vez, este contexto 
trajo aparejado tres efectos negativos: primero, un pro-
ceso de concentración de la tierra; segundo, extranjeri-
zación de la misma; y en tercer lugar, un uso intensivo 
del suelo con consecuencias negativas inmediatas de-
bido al desgaste, el uso excesivo de pesticidas y ferti-

3	  Al ser Uruguay un país 100% dependiente del petróleo, el 
“viento de cola” que acarrea el boom de commodities es más ténue 
al de otros países del continente.

lizantes artificiales, afectando tanto el mismo suelo 
como las cuencas de agua, generando pérdida de bio-
diversidad y otros efectos negativos que no se conocen 
con exactitud para el mediano y largo plazo.

En lo que respecta a la concentración de la tierra, 
los establecimientos de más de 1.000 hectáreas en la 
última década pasan de controlar del 55% al 60,6% del 
total de la superficie productiva del país. Donde los es-
tablecimientos con más de 2.500 hectáreas concentran  
el 33% del total (DIEA, 2014).

Otro fenómeno nuevo de este período es la compra 
de tierras por sociedades anónimas, marco jurídico que 
rigió hasta el 2013. Esto favoreció tanto la concentra-
ción como la extranjerización de la tierra, mostrando 
que no sólo obedece a un problema del patrón de acu-
mulación sino que se instrumentaron políticas públi-
cas que alentaron estos resultados. Entre 2000 y 2011 
las personas jurídicas (sociedades anónimas en su ma-
yoría) pasaron de controlar de un 1% a un 43,1% del te-
rritorio, apropiándose de esta forma de casi 7 millones 
de hectáreas en sólo 11 años (DIEA, 2014).

El índice de Gini de la propiedad de la tierra, que 
mide el nivel de concentración de la misma, arroja un 
nivel de 0.79 siendo Uruguay de los países con mayor 
concentración (Amarante et al., 2012)4. En este contex-
to, la reprimarización de la economía coadyuda al enri-

4	  El índice de Gini va de 0 a 1, donde “0” implica 
equidistribución mientras “1” implica que un solo individuo 
acapara, en este ejemplo, la propiedad total de la tierra.
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quecimiento de los propietarios de la tierra. A modo de 
ejemplo, en el período 2000-2014 el precio de la tierra 
aumentó de U$S 448 la hectárea a U$S 3934 (880% de 
aumento).

Del último censo agropecuario del 2011 surge que 
al tiempo que aumentó la propiedad por parte de las 
sociedades anónimas, las personas físicas uruguayas 
pasaron de controlar del 90,4% al 53,9% de la superfi-
cie productiva nacional en relación al censo del 2000. 
A esto se suma que existen 27 grupos transnacionales 
que concentran 1.640.000 hectáreas, es decir el 10% 
del total de la tierra (Oyhantçabal et al., 2014). Esto da 
cuenta del fuerte proceso de extranjerización de la tie-
rra.

Si nos centramos en el destino de las exportacio-
nes, vemos que han habido cambios importantes en 
relación a la década del 90. Por un lado, Argentina y 
Brasil pasaron de representar el 43% de las exportacio-
nes en 1998 a significar el 22% en 2014, y como novedad 
en la región se suma Venezuela con el 4%. Las actuales 
proyecciones del FMI sobre el desempeño económico 
de los países vecinos, auguran una caída del 0.2% del 
PBI para Argentina y del 1% del PBI para Brasil, lo que 
fundamenta parte de las preocupaciones para nuestro 
país dado que la demanda de importaciones de estos 
países, está atada a su nivel de actividad. De todas for-
mas, su importancia relativa en el comercio ha caído 
de forma importante5.

5	  La IED proveniente de Argentina ha sido importante para 
algunos sectores como el agronegocio sojero y la construcción, lo 
que muestra otra forma de vinculación con la región.

Por otro lado, aparece China como principal país 
de destino de nuestras exportaciones, representando 
el 22%. El resto de los destinos no ha cambiado en su 
peso, y se reparte entre varios países de Europa y en 
menor medida aparecen Rusia, México y Estados Uni-
dos. Por tanto, en lo que respecta a la diversificación de 
destinos de las exportaciones en relación al pasado, se 
puede decir que la importante presencia de China y la 
reducción del MERCOSUR constituyen los principales 
cambios.

No obstante, hay que tener en cuenta tres proble-
mas de este nuevo eje económico. Primero, la relación 
comercial con China profundiza la reprimarización de 
nuestra economía y a su vez, nos convierte en compra-
dores netos de productos industriales de media y alta 
tecnología de ese país. O sea, reproducimos un patrón 
centro-periferia típico de la relación con el imperialis-
mo británico de fines del S.XIX en donde exportábamos 
materias primas e importábamos bienes manufactu-
rados6. Segundo, la diversificación de destinos fue 
posible en parte por la concentración de productos ex-
portados, basada en las ventajas comparativas7. Este 
fenómeno también se da en los países de la región, 
volviéndonos vulnerables a la variación en los precios 
de un grupo reducido de productos a nivel mundial. 
Tercero, dado que el comercio entre países de la región 
tiene como una de sus principales características el in-
tercambio entre bienes con similares niveles de valor 
agregado y contenido tecnológico (en particular con 
Argentina, dado que con Brasil esta relación es más 
asimétrica), el mismo tiene la potencialidad de ayudar 
a generar procesos parecidos a la “acumulación inter-
na”. La perdida del peso relativo de las exportaciones a 
la región, frenan ese proceso.

6	  China no solamente está vinculada a la región con el comercio 
de bienes y servicios, sino que últimamente ha incrementando su 
papel en el mercado de capitales al aumentar su rol inversor en el 
continente (por ejemplo con el canal en Nicaragua y con acuerdos con 
Argentina y Ecuador) y como prestamista (como en los caso de Brasil y 
Venezuela).
7	  La visión liberal u ortodoxa de la inserción internacional, 
considera que existen ganancias de comercio y con ellas de bienestar 
a nivel mundial, si cada país se especializa en lo que “mejor sabe 
hacer”. Con esa premisa, fue desarrollada la “teoría de las ventajas 
comparativas estáticas” del comercio exterior. Esto implica que si un 
país tiene abundancia de recursos naturales, conviene especializarse 
en productos intensivos en dichos recursos.
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Un hecho a tener en cuenta de este análisis, es que el 
crecimiento que se avizora para el mediano plazo, estará 
más explicado por el proceso de inserción extra-región 
que por el regional, debido a la evolución de la diná-
mica económica de nuestros principales vecinos. Esto 
puede traer problemas en el nivel de empleo, ya que los 
sectores vinculados al intercambio con la región son in-
tensivos en mano de obra -por ejemplo la industria y el 
turismo-. Sectores como la metal-mecánica y los lácteos, 
evidencian en parte este proceso. Por otro lado, los bie-
nes exportados extra-región se caracterizan por ser me-
nos intensivos en mano de obra y a la vez que, como se 
verá más adelante, suelen pagar pocos impuestos.

II- Inversiones

Siguiendo el análisis de los componentes del PBI, 
nos detendremos en la inversión. Estados Unidos des-
plegó una serie de medidas económicas con el fin de 
incentivar una nueva fase del ciclo económico, en 
particular, la tasa de interés de la Reserva Federal ha 
comenzado a incrementarse lentamente. Esto hace 
que aumente la rentabilidad de invertir en este país en 
detrimento de la inversión dirigida a otros puntos del 
planeta. En este marco, es esperable una retracción de 
la IED hacia nuestro país, dado que los créditos de los 
bancos internacionales se re-dirigen al norte.

Para poder contrarrestar esta tendencia que se im-
pone desde el exterior, se debería entre otras cosas: 
alentar la inversión interna pública y privada. Esto tie-
ne serias dificultades dado que la inversión se obtiene 
principalmente del ahorro y en nuestro país en 2014 
tuvo un nivel del 16,78% del PIB. Esta cifra alcanza 
para solventar los niveles de inversión interna que en 
promedio han sido prácticamente los mismos desde la 
década del 80 hasta ahora.

Las bajas tasas de ahorro interno, pueden vincu-
larse con la problemática de las pautas de consumo 
propias de un país dependiente. Estos países, al contar 
con fuertes élites que acaparan buena parte de los in-
gresos y la riqueza, a la vez que emulan las pautas de 
consumo de los países centrales que son imitadas por 
el resto de la población, hace que se gaste en más en 
bienes y servicios que asemejen el estilo de vida suda-
mericano al europeo o estadounidense, deprimiendo el 
ahorro interno8.

8	  Un ejemplo de ello es el aumento en las importaciones de 

La evolución del ratio Inversión/PBI desde 1983 
hasta la actualidad muestra dos períodos claramente 
diferenciados. Entre 1983 hasta 2004, dicho indicador 
oscilaba en el entorno del 15% mientras que para el 
período más reciente 2005-2013, aumentó a un 21%. 
Dicho crecimiento se explicó fundamentalmente por 
el crecimiento de la IED que pasó a representar menos 
de un 1% del PBI a representar un 5,7% en el segundo 
período.

Este crecimiento de la IED trae aparejado una cre-
ciente salida de divisas asociada a la repatriación de 
utilidades desde las filiales de empresas transnaciona-
les radicadas en nuestro país hacia sus casas matrices. 
De hecho, se observa un crecimiento de las remune-
raciones netas de factores del exterior (Rx) en la crisis 
entre 2002 y 2003. Posteriormente, tras la puesta en 
funcionamiento de Botnia-UPM se observa una salida 
de divisas al exterior por este mismo concepto pasando 
de significar un 2,2% del PBI en el 2007 a un 3,2% del 
PBI en el 2014, habiendo ascendido hasta el 3,8% para 
el año 2010.

III- Consumo

Por último, el componente más significativo para 
explicar la variación del PIB es el consumo de los hoga-
res: en 2014 explicaba un 67,09% del mismo. El aumen-
to del consumo puede explicarse por el aumento del 
salario real (en el último año fue 3,38% mayor al nivel 
promedio de 2013 y un 18,25% mayor al de 1998, es de-
cir, un año antes de la recesión), así como también por 
el nivel de crédito destinado al consumo por parte del 
sistema financiero local (bancos, casas financieras) .

De todas formas, en la mirada un poco más larga, 
podemos observar que tras la crisis del 2002 se una 
baja del gasto en relación al PBI que se ha manteni-
do constante hasta el presente. Si puede observarse un 
cambio menor en la composición del gasto, donde el 
gasto privado de hogares e instituciones privadas sin 
fines de lucro desciende levemente su participación 
relativa en detrimento del aumento del consumo del 
sector público.

automóviles que tuvo lugar en nuestro país los últimos años. Si bien 
no podemos decir que el consumo de autos es de lo más suntuario, 
cabe acotar que la tenencia de automóviles entre el decil más rico y el 
más pobre, muestra que los primeros tienen, en promedio, 7,4 veces 
más automóviles.
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Visiones sobre la coyuntura
La situación de enlenteciemiento económico des-

crita anteriormente despierta diferentes reacciones de 
los distintos grupos sociales y de los representantes 
del gobierno. Por ello, parece necesario analizar las 
respuestas de las cámaras empresariales, dado que me-
diante sus distintas herramientas de presión, son los 
principales generadores de agenda.

En primer lugar, es necesario resaltar la estrategia 
de colocar en términos mediáticos una situación eco-
nómica peor de la que es. En ese sentido su objetivo 
será obtener mayores beneficios en este contexto ex-
terno más adverso que el de la década pasada (sobre 
todo las cámaras vinculadas a la exportación), pero ol-
vidando e intentando hacer olvidar el haber gozado de 
beneficios extraordinarios. Probablemente sus recla-
mos se basen en pedir un aumento del precio del dó-
lar en pesos para abaratar la producción nacional con 
respecto a la extranjera en términos internacionales. 
Esto -dado el gran peso de los bienes importados en la 
economía uruguaya- puede provocar una presión infla-
cionaria importante. Dados los objetivos del gobierno 
de mantener una tasa de inflación dentro del rango de 
3% a 7% -teniendo en cuenta que en los últimos años 
la inflación anual ha sido 8,3% en 2013 y 8,5% en 2014-
, y que según el Ministro Astori “El principal proble-
ma macroeconómico del Uruguay es la inflación”1, es 
probable que se aumente la presión para contener la 
misma controlando otros factores.

Uno de los factores que se intentará controlar es el 
aumento salarial. A pesar de que el 50% de los traba-
jadores y las trabajadoras percibe por su empleo prin-
cipal $15.400 o menos (según estimaciones basadas en 

la Encuesta Continua de Hogares de 2014), es espera-
ble que en las rondas de negociación colectiva sea mas 
complejo lograr aumentos del salario real, cosa osten-
sible en las pautas del gobierno en el año 2013 así como 
en las posiciones de las cámaras2.

Otro de los puntos presentes en el discurso políti-
co, es cómo en un contexto de enlentecimiento de la 
llegada de capital extranjero para invertir, puede man-
tenerse o ampliarse el nivel de actividad económica 
con mantenimiento de los niveles de empleo. En este 
sentido, es esperable que se ahonde el discurso en la 
necesidad de continuar favoreciendo inversiones me-
diante el uso de las exoneraciones fiscales. Esta cues-
tión, blinda discursivamente la posibilidad de gravar 
más el capital e intentar direccionar la inversión hacia 
sectores considerados clave para el desarrollo del país.

Por otro lado, esta visión de la coyuntura alimenta 
la idea del cuidado del déficit fiscal y la necesidad de 
realizar ajustes en los gastos para intentar que dicho 
indicador se reduzca. Este discurso acota el margen de 
acción para los organizaciones sociales en pleno año 
de ley de presupuesto. Pero como veremos, este indi-
cador mirado aislado solo puede dar una visión parcial 
de la salud financiera del estado y a su vez, es necesa-
rio tener en cuenta que el resultado que arroja esconde 
pujas históricas que es necesario analizar.

El Déficit Fiscal
Este indicador es un ecuación contable donde re-

laciona los ingresos con los egresos de un Estado, por 
tanto, sería: Ingresos-Egresos-Intereses=Déficit fiscal. 
En la actualidad, en nuestro país, a esta ecuación se le 
suma las inversiones públicas como parte del gasto co-
rriente debido a un criterio contable -criterio caja- que 
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viene desde fines de la década de los 80 en el marco 
de la negociación de deuda con el FMI de los países la-
tinoamericanos. Este criterio obliga a registrar toda la 
inversión realizada en el año que se ejecuta, dificultan-
do la inversión pública en detrimento de la privada9. 
A modo de ejemplo el déficit fiscal en el 2014 se sitúa 
en 3,45% del PIB y las inversiones contabilizadas bajo 
este criterio significó un 3,22%.

Esta restricción a la inversión no es universal. En 
países como Chile y México no se utiliza dicho criterio, 
e incluso en nuestro país, en épocas de “liberalismo” 
característico de la Primera Globalización (1870-1914), 
el déficit se contabilizaba teniendo en cuenta la “regla 
presupuestaria de oro”, según la cual el ingreso co-
rriente debía ser igual o mayor al egreso corriente.

Independientemente de las reflexiones sobre las 
restricciones contables a la inversión pública desarro-
lladas en los párrafos anteriores, tomar al déficit fiscal 
como problema de política económica amerita al me-
nos dos dimensiones de análisis. La primera, asumien-
do que implica un registro contable entre ingresos y 
gastos, vale decir que la política de reducción del défi-
cit puede implicar tanto la reducción del gasto como el 
aumento de ingresos o ambas. La segunda dimensión, 
radica en considerar que no sólo el déficit fiscal da 
cuenta de la salud financiera del Estado sino que este 
indicador debe complementarse con otros para tener 
una medida cabal del asunto.

Para evaluar sin un Estado presenta buena o mala 
“salud” financiera, tomar solo este indicador para rea-
lizar medidas de ajuste parece poco acertado. El indi-
cador solo muestra que en términos corrientes se gasta 
más de lo que se recauda en relación al PIB, pero esto 
a priori no es malo en si mismo, por ejemplo, puede 
ser pertinente gastar más porque podemos acceder a 
prestamos baratos y realizar grandes obras de infras-
tructura, como escuelas, viviendas o inversiones en ge-
neración de energía, ferrocarriles, etc. Que generarán 
mayores réditos en el futuro.

De hecho para analizar la “salud financiera” de un 
Estado es necesario incluir el crecimiento del PIB y la 

9	  La contabilidad privada en vez de utilizar el “criterio caja” 
utiliza el “criterio de lo devengado”. Esto implica, que a la hora 
de realizar una inversión, el sector privado no computa todo 
como gasto (y por ende, generador de pérdidas) sino aquella 
cuota parte de lo invertido que se “desgasta” año a año durante 
la vida útil de la inversión.

estructura de la deuda. El crecimiento del PIB juega 
un rol central porque opera como un “reductor” auto-
mático del nivel de deuda en relación al PIB. En otras 
palabras, cuanto más crezca la economía, el resultado 
primario necesario para mantener estable el ratio Deu-
da/PIB es menor. Por tanto, cuanto mayor sea el creci-
miento, menor será la importancia del resultado fiscal 
como indicador de sostenibilidad.

Asimismo, es necesario considerar otros indicado-
res a la hora de evaluar la salud de un Estado y las posi-
bilidades de endeudamiento para financiar ese déficit. 
Para ello, puede mirarse la composición de la deuda, 
donde juegan dos variables importantes, por un lado la 
dolarización debido al riesgo que su valor en pesos ad-
quiere ante la volatilidad del tipo de cambio y por otro, 
el compromiso de vencimiento en el tiempo medido 
como el plazo medio de vencimiento, esto da una idea 
de la “urgencia” con que el gobierno necesita fondos 
para asumir sus compromisos.

Los dos indicadores -riesgo y urgencia- han cam-
biado mucho en relación al pasado reciente. En cuanto 
a la composición de la deuda, según datos de la Unidad 
de deuda del MEF los indicadores de riesgo han mostra-
do evoluciones marcadamente positivas en los últimos 
años. Entre el cuarto trimestre de 2004 y el primero de 
2014 el porcentaje de deuda en moneda nacional pasó 
de 11% a 55%, el plazo medio de vencimiento de 7.4 a 
11.9 años, el porcentaje de deuda cuyo vencimiento es 
menor a un año de 11.3% a 2.4% y la participación de 
las emisiones a tasa variable de 23% a 7%.

Por otro lado, como se comentó anteriormente se-
gún las estimaciones del gobierno y de los organismos 
internacionales, el PIB Uruguayo va a crecer a tasas 
mayores al promedio histórico de este modelo de acu-
mulación. A su vez, cabe reflexionar si es oportuno la 
reducción del gasto sin tener en cuenta el rol funda-
mental que puede jugar como motor de crecimiento 
en el corto y mediano plazo en algunos sectores cla-
ves como la educación, la salud y la vivienda. Y en 
particular para las empresas públicas les cabe un rol 
especial como proveedoras de servicios públicos fun-
damentales, proveedoras de ingresos al Estado y como 
herramienta de manejo macroeconómico tanto para 
el manejo de la inflación, como por gasto destinado a 
crear fuentes de trabajo y reactivar la economía. Por 
tanto, el mensaje del ejecutivo a las empresas públicas 
propine la reducción del gasto en el funcionamiento, la 
reducción del personal y el recorte en las inversiones, 



Estatutos, Fueros Sindicales, Negociación Colectiva y Salud Laboral | 21 

esto puede ser perjudicial más que una ventaja para 
dar sostenibilidad a la economía.

Por último, como decíamos anteriormente, el dé-
ficit fiscal como variable de política no sólo puede 
reducirse disminuyendo gastos, sino que también au-
mentando los ingresos, ampliando el espacio fiscal que 
posibilite la manutención del gasto público o incluso 
su expansión.

El “espacio fiscal” y sus implicancias

El concepto de régimen fiscal refiere a la particular 
articulación de los instrumentos fiscales (impuestos, 
subsidios, gasto público, etc.) que reflejan cómo el Es-
tado interactúa con el régimen de acumulación y con 
las demás formas institucionales (forma de regulación 
de la relación capital-trabajo, el régimen monetario, la 
inserción internacional, etc.), de manera de contribuir 
con el crecimiento económico, modificar la distribu-
ción y garantizar su reproducción.

Azar y Bertoni (2007) asumen que en las “...ac-
ciones vinculadas al gasto público, a los tributos, al 
equilibrio fiscal o al endeudamiento, el Estado refleja 
relaciones de poder y dominación históricas y comple-
jas, que intentan preservarse. Pero a la vez, es porta-
dor de tensiones y conflictos que pueden dar forma e 
influir en la transformación de los procesos en curso”. 
Las tensiones y conflictos entre grupos, así como la ne-
cesidad de autosustentarse del Estado toman forma de 
“compromisos institucionalizados” y las finanzas pú-
blicas pueden analizarse desde esa perspectiva. En ese 
marco, conviene preguntarnos: ¿Qué es el Espacio Fis-
cal? ¿Cómo se operativiza? ¿Qué implicaciones tiene?

Heller (2005) define espacio fiscal como “el margen 
de maniobra que existe dentro del presupuesto público 
para proporcionar recursos sin comprometer la soste-
nibilidad financiera ni la estabilidad de la economía”. 
Esta definición es lo suficientemente amplia para abar-
car un campo de acciones extenso, sin embargo, la for-
ma de operativizar el concepto de espacio fiscal suele 
implicar asumir la presión fiscal (el porcentaje que se 
recauda sobre el PBI) como fijo, y condiciona los au-
mentos de gasto en tanto suceda que el crecimiento de 
la producción sea mayor al esperado. En ese sentido, 
al no permitir la modificación de cuánto y a quienes 
se puede sacar los recursos para luego utilizarlos en 
los servicios públicos fundamentales, se trata de una 
idea “conservadora” o favorable al “status quo”. Ahora 

bien, ¿En qué marco surgió?, ¿Estuvo siempre presente 
en las discusiones presupuestales de nuestro país?

Para responder esta pregunta seguimos el análisis 
de Azar y Bertoni (2007) cuyo objeto principal radica 
en identificar la evolución del “rol del Estado”, en qué 
y cómo gastó, para qué y a quienes extrajo los recur-
sos. Lo primero a considerar es que en una economía 
pequeña y de inserción internacional subordinada, 
es razonable que los regímenes fiscales se correlacio-
nen con las reestructuraciones del capitalismo a nivel 
global. De esta forma, tras un retorno de las ideas más 
liberales de política económica a partir de los 70s, los 
conceptos de “responsabilidad fiscal” o de “prudencia 
fiscal” comenzaron lentamente a permear en nuestro 
país. Primero, a nivel discursivo y luego materializán-
dose en medidas de política económica para dar lugar 
a lo que hoy conocemos como “espacio fiscal”.

¿Qué implica la preocupación por cuidar el “es-
pacio fiscal” en una coyuntura no tan dinámica? En 
primer lugar, debe admitirse que el capitalismo es cí-
clico, razón por la que los escenarios de auge, así como 
también los de recesión y crisis son recurrentes. En 
segundo lugar, las economías del continente son muy 
volátiles, más que los capitalismos centrales y Uruguay 
no es una excepción (Bértola y Ocampo, 2013; Bértola 
y Lorenzo, 2004). Esta realidad latinoamericana, a la 
hora de mirar los recursos estatales tiene una segunda 
complicación y obedece a que la recaudación necesa-
ria para poder habilitar el gasto también es sumamente 
volátil, principalmente porque depende en gran medi-
da de impuestos al consumo (IVA e IMESI) que es aún 
más volátil que la producción y la tenencia de bienes 
(Gómez Sabaíni, 2012).

Asimismo, es importante ver por cual rubro se 
empieza a recortar, dado que la reducción de gastos 
presupuestales es una  posible implicancia de la re-
ducción del espacio fiscal en el contexto de un año de 
votación de la Ley de Presupuesto. Para esto nos remi-
timos a Azar y Fleitas (2012) para el caso uruguayo, tras 
los ajustes fiscales, la educación es uno de los rubros 
del gasto que primero se reduce. A su vez, muestran 
que las economías latinoamericanas tienen una ma-
yor volatilidad (a pesar de que pueda tener niveles al-
tos o bajos en promedio) en el gasto en educación, en 
contraposición de los países de ingreso medio y alto, 
donde hay un comportamiento mucho más estable. 
Esto hace que la inversión educativa tenga un carácter 
procíclico: aumenta en períodos de auge económico 
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y se retrae en momentos de crisis. Según los autores, 
“una de las razones que puede explicar las diferencias 
en los niveles de gasto público social entre países se 
vincula a la propia gestión de la política fiscal. La re-
caudación de impuestos, el endeudamiento, el pago de 
intereses y los resultados fiscales pueden incidir en la 
asignación de recursos presupuestales al gasto social” 
(Azar y Fleitas, 2012:17). En este sentido, el apego por 
el cuidado del “espacio fiscal” puede implicar un serio 
riesgo para el presupuesto educativo.

Presión Tributaria

La presión tributaria en Uruguay -el valor total 
de impuestos recaudados sobre el PIB- se encuentra 
bastante por debajo de sus países vecinos10. Del total 
recaudado el 48% proviene de impuestos al consumo 
denominados indirectos, un 25% son aportes a la segu-
ridad social tanto patronales como de los trabajadores 
y un 22,5% se agrupan en impuestos directos -los que 
recaen sobre el ingreso por trabajo, a la renta, a la ga-
nancia empresarial y a la propiedad-11. Esta estructura, 
donde los impuestos indirectos son más importantes 
que los directos, es típica de los países dependientes 
latinoamericanos, siendo inversa a los países centrales 
donde el peso de los impuestos directos suele ser ma-
yor que los indirectos.

Dado esa estructura es preciso preguntarse ¿Son 
los capitalistas los que hacen el mayor esfuerzo a la 
hora de pagar impuestos?

Mirando por sectores, el agropecuario a pesar de 
tener ganancias extraordinarias en los últimos 10 años 
ha tenido una presión tributaria menor que en los 90. 
Mientras en 1998 era del 10%, en los últimos 10 años 
fue en promedio del 5,5% y recién en el 2014 alcanzó el 
7% (Oyhantçabal y Sanguinetti, 2015).

Según un informe de la Cámara de Industria del 
Uruguay12, la industria manufacturera tenia una pre-
sión fiscal algo mayor al 10% a comienzo de los 90 y 
fue reduciendo el peso llegando al 98 con un 7,6%. Es-
tudios recientes del Centro de Estudios Fiscales, hacen 
estimaciones para varios sectores de la economía para 

10	   Uruguay tenía una presión fiscal de 26,3% sobre el PIB mientras 
que Argentina era de 37,3 y Brasil de 36,3% en el 2013.
11	  http://www.oecd-ilibrary.org/taxation/revenue-statistics-in-
latin-america-2014_9789264207943-en-fr
12	

los años 2009 al 2012, en promedio para esos años la 
industria manufacturera hacía un esfuerzo del 7,9%, 
la construcción de 7,5%, comercio y reparaciones de 
10,2%, transporte y almacenamiento 6% y alojamiento 
y servicios de comida 8,8% (Olmos, 2015)13. Es intere-
sante resaltar que los sectores de actividad donde hay 
empresas públicas son los que tienen la mayor presión 
tributaria debido a que pagan todos los impuestos por-
que no evaden, ni tienen exoneraciones fiscales.

Una baja presión fiscal a las empresas puede obe-
decer a un diseño tributario que grave poco al capital, 
fuertes exoneraciones fiscales o altos niveles de eva-
sión. Para el caso uruguayo, parecerían ser determi-
nantes las 2 primeras, ya que poseemos actualmente 
los niveles de evasión más bajos del continente. Mien-
tras que el impuesto a la renta de las empresas era 
de un promedio de 2,9% del PBI para los países de la 
OCDE en el año 2012, para nuestro país en el año 2014 
la presión fiscal del Impuesto a la Renta de la Actividad 
Económica (IRAE), que grava a las utilidades de las em-
presas, fue de un 2,1% del PBI. 	  	

Por otra parte, las estimaciones de la DGI muestran 
que el gasto tributario ( ingresos que el Estado deja 
de percibir al otorgar concesiones tributarias) para el 
2012 fue del 6,4% del PBI. En ese marco, cabe aclarar 
que algunas exoneraciones obedecen al diferencial de 
tasas en el IVA14, pero sólo entre zonas francas y ley 
de promoción de inversiones 15ascendieron a 1,3% del 
PBI entre Impuesto a la Renta de la Actividad Empresa-
rial e Impuesto al Patrimonio. Esta cuestión está inevi-
tablemente ligada al problema del déficit fiscal. En este 
sentido, dada la presión fiscal actual, los sectores vin-
culados al capital, proponen herramientas de política 
destinadas a controlar el gasto público a la vez que re-
nuevan el cuestionamiento a las empresas públicas16.

13	  http://www.cef.org.uy/investigacion/temas.
14	  La tasa básica del IVA es de 22%, hay bienes que pagan 
una tasa de 10% y otros de 0% haciendo que el impuesto sea 
menos regresivo de lo que es. De los pagan cero, se encuentra la 
educación privada que no cumple con la idea de hacerlo menos 
regresivo, sino todo lo contrario, para esto puede verse el informe 
de gasto tributario de DGI en: http://www.dgi.gub.uy/wdgi/
afiledownload?2,4,769,O,S,0,28420%3BS%3B1%3B108.
15	  Tal vez las dos políticas de exoneración más fuertemente 
desarrolladas por los gobiernos progresistas.
16	  Actualmente, debido a la forma de registración contable de 
las cuentas del Estado, si una empresa pública decidiese invertir, 
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Por otro lado, Uruguay es el país que tiene la mayor 
presión tributaria por concepto de IVA del continente, 
8,7% del PIB en 2012. Este tipo de impuesto indirecto 
que grava el consumo de bienes y servicios, no permite 
diferenciar entre quien lo puede pagar y quien no. A 
su vez, los hogares más pobres se endeudan para con-
sumir, mientras que los más ricos ahorran. Por tanto, 
los más pobres pagan IVA por encima de sus posibili-
dades de ingresos, mientras que los más ricos tiene un 
porcentaje de sus ingresos que no lo pagan porque no 
consumen. Según estimaciones propias con la Encues-
ta de Gastos e Ingresos de los Hogares 2005-2006, los 
hogares más pobres realizan un esfuerzo de un 11% de 
sus ingresos para pagar el impuesto, mientras que los 
más ricos de un 5,8%.

Una de las consecuencias más importantes de esta 
estructura, ha sido la permanencia de la desigualdad 
en la economía. Estimaciones recientes del Instituto de 
Economía de la Facultad de Ciencias Económicas y de 
Administración muestran como el sector de altos ingre-
sos (1% más rico), en el que el grueso de sus ingresos 
son provenientes del capital, desde 2009 hasta el 2013 
no sólo sigue apropiándose del 14% del total de los in-
gresos distribuidos en el país, sino que tributan un 1% 
menos que antes (Burdin et al. 2015). Asimismo, estas 
estimaciones no contemplan aquellas exoneraciones 
que privilegian al capital extranjero y cuyos beneficios 
económicos, al repatriarse, no se traducen en mayores 
ingresos para el capital nacional y por lo tanto, su im-
pacto en la desigualdad no se refleja en las encuestas 
de hogares.

Reflexiones finales
Si bien es cierto que la economía Uruguaya se va 

a desacelerar, se va a continuar creciendo y a niveles 
superiores al promedio que tuvo el país desde 1974 a 
la actualidad -año de instauración del modelo de cre-
cimiento hacia afuera- y muy por encima del promedio 
de 1955 a la actualidad -año en que se estancó el mode-
lo de crecimiento hacia adentro-.

En los años 2003-2014, La economía uruguaya tuvo 

dicha inversión se contaría como deficitaria, algo que no sucede en 
las empresas privadas. Este hecho de registración contable, ayuda a 
colocar trabas al desarrollo de las empresas estatales y alimenta el 
mito de la ineficiencia estructural de las mismas, así como al necesidad 
de privatizarlas.

entre 2003 y 2014, la mayor dinámica de acumulación 
de capital de la historia. Esto a grandes rasgos fue po-
sible por los altos precios de los bienes que exporta, 
más una afluencia de Inversión Extranjera Directa de 
los países centrales a la región que posibilitaron la in-
tensificación de la producción de los rubros tradiciona-
les de exportación, y sumaron otros nuevos productos 
también de origen primario. Este tipo de dinámica 
económica, implicó a su vez ciertos efectos regresivos, 
donde se destacan: reprimarización de la economía, 
concentración, extranjerización e intensificación del 
uso de la tierra.

Por tanto, la desaceleración a grandes rasgos pue-
de resumirse a dos fuertes condicionantes, una baja 
de los precios de los bienes que exporta las economías 
latinoamericanas y en particular la uruguaya y un pa-
norama regional desfavorable, debido a las políticas 
aplicadas por EEUU para reactivar las economías cen-
trales que pueden enlentecer la afluencia de Inversión 
Extranjera Directa al continente. De hecho, según el 
informe de la CEPAL dicha inversión bajó un 16% en 
América Latina y el Caribe en el 2014 respecto al año 
2013 (CEPAL, 2015).

En lo que respecta a la lucha presupuestal, pelear 
por más gasto en salud, vivienda, educación e inver-
sión pública, implica a la vez, luchar por la modifica-
ción de la estructura tributaria, para garantizar no sólo 
más recursos sino mayor justicia en la recaudación. Y 
sabemos que esto último es posible, ya que como men-
cionamos anteriormente, el 1% más rico no sólo aca-
para el 14% de la riqueza, sino que además bajó un 1% 
la presión fiscal hacia este sector, por lo que queda de 
manifiesto que es posible extraer más recursos de los 
sectores de altos ingresos.

En particular, en lo que respecta a la educación, 
independientemente del escenario que deba afrontar-
se en lo macroeconómico, al argumento anterior se le 
suman los problemas históricos de falta de recursos17.  
El gasto educativo en nuestro país se encuentra rezaga-
do en comparación con la región y el mundo, estando 
por debajo de la media mundial. Además, los salarios 
docentes según los países donde se relevan las encues-
tas PISA son en Uruguay de un 78% del PBI per cápita 
mientras para el promedio de los países relevados es de 

17	  Para ampliar sobre este tema ver informe de presupuesto 
y educación en http://www.fenapes.org.uy/wp-content/
uploads/2014/12/RevistaFenapes-imprenta.pdf
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125%, o sea, los docentes de dichos países ganan casi 
un 60% más en promedio en relación al PBI per cápita 
que en nuestro país.

A su vez, de confirmarse el escenario de enlenteci-
miento planteado, la lucha por el gasto en educación 
seguirá siendo sumamente estratégica por dos razones. 
La primera, no se puede hipotecar el futuro por vaive-
nes cíclicos coyunturales. La segunda, más profunda, 
remitiéndonos a Azar y Fleitas (2012), radica en que 
tras los ajustes fiscales la educación es uno de los ru-
bros del gasto que históricamente primero se reduce, 
principalmente desde la entrada en vigencia del último 
régimen fiscal que rige desde 1973.
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Introducción

El presente informe sobre presupuesto se enmarca 
en una serie de trabajos que van desde informes me-
nores como el elaborado para analizar las propuestas 
salariales en el marco de la discusión presupuestal, así 
como por distintos artículos de prensa elaborados por 
integrantes de la cooperativa. El objetivo del mismo es 
arrojar elementos que sirvan para mejorar el análisis 
sobre el estado de situación de la discusión presupues-
tal desde el aspecto económico y que sirva especial-
mente a aquellos sindicatos y organizaciones con las 
que trabajamos. Para ello hemos dividido el informe en 
dos partes, la primera que se concentra en analizar el 
marco en el cual el Poder Ejecutivo se basa para elabo-
rar la propuesta presupuestal. La segunda, será sobre 
el contenido específico del presupuesto, partiendo de 
una mirada general para luego especificarse en el pre-
supuesto educativo.

¿De dónde se para el Gobierno 
para elaborar el presupuesto?

En el documento exposición y motivos que acom-
paña la Ley de Presupuesto se explicitan las orienta-
ciones del esfuerzo presupuestal, las proyecciones de 
endeudamiento y metas fiscales, entre otras cosas, en 
las que se para el gobierno para realizar la proyección 
quinquenal. En este documento nos proponemos escla-
recer algunas cuestiones de la Ley de Presupuesto que 
consideramos importantes. Para esto nos detendremos 
en tres grandes puntos: a) el presupuesto con proyec-
ción a 2 años, b) el déficit fiscal del gobierno y c) la pre-
sión fiscal.

En la segunda parte del documento, analizamos la 
propuesta presupuestal total y la educativa en parti-
cular. Además, hacemos un breve análisis de posibles 
partidas de donde sacar recursos para redistribuir en el 
sistema educativo.

a) Presupuesto a 2 años

Es la primera vez que se hace a dos años; se men-
ciona que se hace de esta manera porque no se sabe 
cómo va a evolucionar la economía. Sin embargo, aten-
ta contra la planificación a mediano plazo. 

La Ley de Presupuesto quinquenal establece cuán-
to gastará el gobierno con sus políticas a lo largo de su 
administración. La definición de cómo y cuánto gasta-
rá para cumplir las mismas, significa una decisión es-
tratégica sobre el perfil del gobierno, sus objetivos de 
corto y mediano plazo y sus prioridades, que implica 
en definitiva la definición de un modelo de país, que 
se moldeará a través de políticas públicas durante el 
quinquenio. La elaboración de la ley presupuestal, es 
un momento sumamente importante para la discusión 
en esos términos, así como para apostar a la planifica-
ción en horizontes temporales que supongan líneas de 
acción que puedan tener independencia de los ciclos 
económicos y que ayuden a la construcción de un nue-
vo modelo de sociedad, cambiando elementos estruc-
turales de nuestro país.

La actual Ley de Presupuesto, como se señala en la 
introducción del tomo de Exposición y Motivos, tiene 
una planificación bi-anual, es decir además de prever 
los recursos necesarios para satisfacer el incremento de 
gasto producto de decisiones adoptadas en anteriores 
legislaturas, dispondrá de recursos incrementales para 
atender prioridades del plan de gobierno para los años 
2016 - 20171. Esta definición se tomó amparándose en la 
actual coyuntura económica que marca un pronóstico 
de crecimiento del PBI para este quinquenio menor al 
que se observó en los dos anteriores2. Además, se men-

1	  Tomo de Exposición y Motivos de la Ley 
Presupuestal.
2	  Para 2015-2019 se proyecta un crecimiento 
promedio anual de 2,7%. En 2010-2014 el crecimiento anual 
fue de 5% y en 2005-2009 el crecimiento anual fue aún 
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ciona la inestabilidad del sector externo de la economía 
con la caída de los precios de los principales commod-
ities que el país exporta y la situación de inestabilidad 
económica de los países de la región.

Esta nueva forma de instrumentación del presu-
puesto con una duración de dos años implicará que los 
debates en las sucesivas Rendiciones de Cuentas ten-
gan un contenido y una importancia como el que ahora 
nos ocupa.

En términos prácticos, esta nueva forma de en-
carar el presupuesto atenta contra una planificación 
a mediano plazo en áreas relevantes para cualquier 
sociedad. Si bien es cierto que muchos otros países 
también establecen sus presupuestos de forma anual 
o bi-anual, también es cierto que tienen otros marcos 
institucionales para poder proyectar políticas públicas 
de Estado por varios años. El hecho de que el gobierno 
tan sólo se comprometa con niveles de gasto público a 
dos años, habilita la posibilidad de continuar con un 
comportamiento que ha caracterizado a nuestro país a 
lo largo del siglo: la prociclicidad de su gasto público; y 
en concreto de su gasto público social. La definición de 
los niveles de gasto cada poco tiempo permite de mejor 
forma ir acomodando el gasto de acuerdo al comporta-
miento del producto, es decir, si el producto cae, el gas-
to público, -por ejemplo en educación- puede decrecer 
en términos del PIB, y cuando el producto aumente y 
al economía se recomponga, el gasto aumente. La ev-
idencia empírica pasada marca que un presupuesto 
diseñado a cinco años no es garantía de niveles de gas-
to público estables en relación al PIB independiente-
mente de los ciclos económicos, sin embargo reducir 
los períodos por los cuales el gobierno se compromete 
en niveles de gasto definidos ayuda a profundizar la 
tendencia hacia la prociclicidad.

mayor: 5,9%.

Por último, cabe decir que muchos de los países 
cuyos resultados educativos se veneran tiene planifica-
ciones a 5 años y no a 2 años como suele argumentarse. 
Para citar a modo de ejemplo, destacamos a Finlandia 
y Corea del Sur.

b)  Déficit fiscal

El resultado fiscal hace referencia a los ingresos y 
egresos que tiene el Estado en un período de referen-
cia, generalmente un año; cuando los egresos superan 
los ingresos estamos ante una situación de déficit fis-
cal. Es el indicador más comúnmente usado para dar 
una idea de la “salud” financiera que tiene un Estado. 
A los efectos de ver la composición del mismo a con-
tinuación se presenta su composición.

En primer lugar es importante acotar que este indi-
cador tiene una lectura que va más allá de cuestiones 
técnicas, ya que muestra el resultado de una puja so-
cial histórica. Este resultado involucra por un lado los 
ingresos del Estado y por tanto: de quién o quienes se 
saca el dinero; y por otro lado, el gasto, es decir: en qué 
o en quiénes se gasta. 

En segundo lugar, mostrar la estructura del déficit 
fiscal en el cual se identifican dos cuestiones importan-
tes. La primera que la principal fuente de ingresos del 
Estado son los impuestos, estos representan  el 77% de 
los ingresos del Estado3, y la segunda que el principal 
componente del gasto es la seguridad social.

El déficit fiscal actual en Uruguay es de 3,5% del 
PIB y hay un compromiso desde el gobierno de reducir 
el mismo a un 2,5% al final del quinquenio. En este sen-
tido, es importante señalar que el déficit es explicado 

3	  Fuente: CGN. Año 2014.
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en gran medida por el saldo negativo de las empresas 
públicas y por ello es importante, detenerse en este as-
pecto. La contabilidad de las Empresas Públicas sigue 
la regla del “criterio caja”4, en lugar de usar el “criterio 
de lo devengado” como hacen las empresas privadas. 
Con este “criterio caja”, toda la inversión se computa 
en el año que se realiza. Por lo que en los años donde 
se realizan fuertes desembolsos de dinero para inver-
siones es esperable que el resultado del ejercicio sea 
negativo, es decir, muestre pérdidas.

Ahora bien, si el gobierno hiciera la contabilidad 
según el “criterio de lo devengado” el resultado fiscal 
para el 2014 mostraría un déficit de 0,3% del PIB y se 
lograría un superávit del 0,2% del PIB en el 2019.

 Como dijimos anteriormente, el principal compo-
nente de egresos del estado lo conforman los gastos 
a la seguridad social. En Uruguay el sistema de se-
guridad social vigente desde 1996, está basado en un 
régimen mixto, lo que implica que está integrado obli-
gatoriamente por dos elementos: un programa público  
administrado por la institución central de seguridad 
social que es el Banco de Previsión Social (BPS), basa-
do en el reparto, que paga una prestación básica; y un 
programa de capitalización individual, administrado 
por las Administradoras de Fondos de Ahorro Previsio-
nal (AFAP), que provee una pensión complementaria. 
Entonces, cuando las personas se retiran reciben una 
prestación del sistema de reparto y una renta vitalicia 
equivalente a su ahorro acumulado5.  Asimismo exis-
ten en Uruguay la Caja Notarial de Seguridad Social, 
a la Caja de Jubilaciones y Pensiones de Profesionales 
Universitarios y a la Caja de Jubilaciones y Pensiones 
Bancarias a las cuales acceden egresados de la Univer-
sidad o profesionales o bancarios.

Por otro lado, este sistema convive con alta tasa 
de trabajadores informales sin cobertura haciendo 
un gran problema del sistema en la actualidad, por el 
hecho que no aportan o lo hacen de manera intermi-
tente. 

Para tener una idea, en el  año 20136 el déficit de la 
seguridad social representó un 9,8% del PIB y repre-

4	  Impuesta por el Fondo Monetario Internacional a 
mediados de la década del 80.
5	  Brovia, Maria Luisa (1993). 
6	  Este déficit es financiado parte con el IVA y otros 
impuestos afectados, esto representó un 3,29% del PIB y el 
resto -6,4%- con rentas generales.

sentó un 38% del gasto total del gobierno central. 
Muchas veces para evaluar si un Estado presenta 

buena o mala ”salud” financiera se tiende a mirar úni-
camente el resultado fiscal. Sin embargo, nosotros con-
sideramos que tomar solo este indicador para realizar 
medidas de ajuste parece poco acertado. El indicador 
solo muestra en términos corrientes si se gasta más de 
lo que se recauda en relación al PIB, pero esto a prio-
ri no es malo en sí mismo. A modo de ejemplo puede 
ser pertinente gastar más porque podemos acceder a 
préstamos baratos y realizar grandes obras de infrae-
structura, como escuelas, viviendas o inversiones en 
generación de energía, ferrocarriles, etc, que generarán 
mayores réditos en el futuro. Por esto, para analizar la 
“salud” financiera de un Estado es necesario incluir 
otras variables como el crecimiento del PIB o incluso la 
estructura de la deuda pública.

El crecimiento del PIB juega un rol central porque 
atado a él están los ingresos del estado y a la vez su 
capacidad de afrontar obligaciones inmediatas y en el 
tiempo. Tener niveles de crecimiento sostenidos en el 
tiempo ayuda a pronosticar ingresos en períodos lar-
gos de tiempo por lo cual asegura la capacidad en el 
futuro de afrontar las obligaciones que contraiga.

Por otro lado, la estructura de la deuda revela cier-
tos indicios sobre la “salud” financiera de un país. La 
capacidad de cumplir obligaciones de corto y media-
no plazo, marca el nivel de disponibilidad de recursos 
económicos que un Estado posee cuando entienda 
necesario utilizarlos. Esta capacidad, está valuada por 
ejemplo, por las condiciones en que puede acceder a 
crédito interno y externo para pagar sus deudas. 

El Uruguay en los últimos años ha buscado al-
ternativas para volverse más solvente a través de la 
reducción del riesgo cambiario con una estrategia de 
pesificación de su deuda, de liquidez (distribuyendo 
los pagos de deuda a lo largo del tiempo y de esta for-
ma reduciendo los montos a pagar en un año), o por 
variaciones de la tasa de interés (aumentando la pro-
porción de deuda con tasa de interés fija en detrimento 
de la variable). Estas medidas han hecho que Uruguay 
pueda afrontar compromisos de pago de deuda en 
el corto plazo a pesar del déficit, así como acceder a 
crédito en buenas condiciones (tasas de interés bajas, 
o amortizable en períodos largos).

Por lo tanto, si bien es muy importante tener en 
cuenta y velar por la “salud” financiera del Estado, los 
indicadores que se usan para hacerlo no son neutrales 
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para las concepciones sobre qué cosas debería hacer el 
Estado en la economía. Para un mismo país, el déficit 
fiscal puede marcar una coyuntura compleja con nece-
sidad de reducir el gasto o disminuir la inversión de las 
empresas públicas, mientras que otro indicador puede 
marcar la garantía de la transferencia de recursos por 
parte del Estado sin realizar ninguna modificación en 
su accionar, a los acreedores externos e internos en el 
tiempo.

c) Presión fiscal
La presión fiscal es la estimación del conjun-

to de impuestos que pagan anualmente los agentes 
económicos (personas y empresas) de un país, de for-
ma directa e indirecta, en relación al nivel de actividad 
de la economía, medido a través de PIB. Como la prin-
cipal fuente de ingreso del Estado es vía impuestos, y 
a partir de estos ingresos el Estado realiza el gasto, en 
definitiva lo que se quiere reflejar es el porcentaje del 
PIB que se utiliza para financiar el gasto público.  En 
Uruguay la presión tributaria para el año 2013 fue de 
28,3%, este mismo indicador para nuestros países ve-
cinos es de 35,6% para Brasil y 31,2% para Argentina. 
Y si vemos para los países de la OCDE es del 36,2%. Es 
decir, si nos comparamos con nuestros países vecinos 
o con países de la OCDE hay margen para aumentar la 
presión tributaria. En línea con esto, si el foco estuviera 
en los impuestos habría que discutir la composición de 
la estructura tributaria, el peso que tiene los impues-
tos directos vs indirectos, sobre quienes recaen princi-
palmente y quienes son los que siguen siendo ajenos 
a esto. Asimismo no solo hay que ver cómo gravar y a 
quiénes o sobre qué - trabajo vs capital-  sino también 
a quien dejar de exonerar y a través de qué instrumen-
tos.  Todo esto hoy no está en discusión a nivel guber-
namental, y no se ven indicios de que los haya.

Finalmente, según las estimaciones del gobierno 
y de los organismos internacionales, el PIB Uruguayo 
va a crecer a tasas mayores al promedio histórico de 
este modelo de acumulación. A su vez, cabe reflex-
ionar si es oportuna la reducción del gasto sin tener 
en cuenta el rol fundamental que puede jugar como 
motor de crecimiento en el corto y mediano plazo en 
algunos sectores claves como educación y vivienda. Y 
en particular para las empresas públicas les cabe un rol 
especial como proveedoras de servicios públicos fun-
damentales, proveedoras de ingresos al Estado y como 
herramienta de manejo macroeconómico tanto para 

el manejo de la inflación, como por gasto destinado a 
crear fuentes de trabajo y reactivación de la economía.  
Por tanto, la reducción del gasto en el funcionamien-
to, la reducción del personal y el recorte en las inver-
siones, puede ser perjudicial más que una ventaja para 
dar sostenibilidad a la economía.

Todo lo comentado anteriormente, da la pauta que 
el gobierno tiene cintura para pensar medidas más 
heterodoxas a la hora de pensar un escenario no tan 
alentador y que direccione los recursos en beneficio de 
los trabajadores. Las señales de “achique” fomentan el 
discurso privatizador, y de hecho la forma de mirar la 
economía con el indicador “espacio fiscal” tiene algu-
nas trampas que es necesario analizar.

Mirada Global del Presupuesto
En este apartado abordamos el presupuesto total y 

el presupuesto educativo en general. El apartado cons-
ta de tres partes: a) Un análisis global del presupues-
to y su vínculo con el presupuesto educativo; b) Un 
análisis un tanto más pormenorizado del presupuesto 
educativo y sus componentes; c) Una comparación en-
tre el pedido presupuestal elaborado por la ANEP y el 
proyecto de Ley presentado por el Poder Ejecutivo; d) 
Propuestas de reordenamiento del gasto para mejorar 
el presupuesto en educación y el gasto público social 
en general.

a) Presupuesto Total y Presupuesto Educativo
Desde el Poder Ejecutivo se ha destacado la enorme 

importancia que se le da a la educación en este mensaje 
presupuestal, destinándole el 39% de los recursos adi-
cionales previstos. ¿Qué tan cierta es esta afirmación? 
¿Qué implica? 

Los dichos del actual ministro de Economía han 
sido corroborados por la ley presupuestal. Del total de 
recursos adicionales volcados en la ley de presupues-
to, el 39% va destinado a la educación, como puede 
verse en el cuadro 2.

Esta mirada es por Área Programática, o sea, 
incorporando otros rubros que exceden a la ANEP y la 
Udelar (Escuela Policial y Militar, Boleto Estudiantil, 
Plan Ceibal, entre otros). La propia exposición de 
motivos de la Ley Presupuestal, advierte que de 
sumarse el componente vinculado a la primera infancia 
del Sistema de Cuidados, el aumento a la educación 
ascendería al 46% del crecimiento total. Incluso, si sólo 
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consideramos a la ANEP y la Udelar, les corresponde 
el 35% de los incrementos presupuestales, explicando 
más de un tercio de los aumentos. De esta forma, no 
cabrían dudas que más allá de qué se considera gasto 
en Educación, ésta es absolutamente prioritaria para el 
Poder Ejecutivo.

Ahora bien, ¿es este un buen indicador? ¿Qué se 
nos está diciendo con éstos números? La mirada de los 
incrementos marginales, si bien aporta, nos dice muy 
poco sobre prioridades si las miramos en un contexto 
amplio. Por ejemplo, supongamos un gobierno que 
congela todas las partidas presupuestales (o sea que el 
aumento marginal es igual a cero) y aumenta en $U 1 
(un peso uruguayo) el presupuesto educativo. A nadie 
en su sano juicio le parecería que estamos asistiendo 
ante un aumento presupuestal significativo, ni que la 
educación es una gran prioridad de ese gobierno. Sin 
embargo, con la lógica del cuadro anterior, nos daría 
que el 100% de los incrementos marginales en la ley 
presupuestal van para Educación, dando cuenta de la 
enorme importancia que le da el gobierno a la misma (a 
pesar de que aumentó un peso el gasto).

Además de este problema, este indicador está 
muy "sesgado" por la "prioridad fiscal" que tuviera 
previamente cada componente del presupuesto. Es 
evidente que sostener el peor  sistema educativo en 
cualquier lado del mundo es "más caro" (porque 
implica un desarrollo de infraestructura, gastos 
corrientes y partidas salariales importante) que tener 
un servicio meteorológico de punta (que requiere de 
relativamente menos recursos aunque también sea 
relevante desde el punto de vista social). Mejor dicho, 
a nadie en su sano juicio se le ocurriría tener más 
meteorólogos que docentes, por más que ambos son 
importantes. Entonces, es claro que aumentar el gasto 
en educación, que se supone tiene un rol fundamental 
en el funcionamiento de una sociedad y que debería 
tender a la cobertura universal, "cuesta más" que 
aumentarlo en cosas menos "extensivas". De esta 
forma, se puede aumentar muchísimo el sueldo del 
Presidente y sus asesores7 y muy poco los salarios a 

7	  Un elemento crítico de la Ley Presupuestal es que 

los trabajadores de ANEP y Udelar, y sin embargo, el 
esfuerzo marginal en el gasto sea mayor en Educación 
que en Presidencia. Para ilustrar mínimamente, en el 
año 2015, la ANEP representa un 12,89% del Presu-
puesto y la UDELAR un 2,98% (sumando un 15,87%) 
mientras que Presidencia representa un 0,72%. Por lo 
tanto, aumentar un 1% el presupuesto de la ANEP y la 
Udelar equivale en plata a aumentar un 22% el presu-
puesto de Presidencia.

En respuesta a esta mirada, que como vimos es de 
dudosa rigurosidad, se puede contraponer el análisis 
de los incrementos marginales sobre el presupuesto de 
base. En esta lectura, el MIDES tendría un crecimiento 
del 127%, Presidencia un 45%, seguido por el MVOTMA 
con un 40%, el INAU con un 31% y allá a lo lejos, la 
Udelar con un 13,8% y ANEP con un 10,5%. Estos nive-
les de crecimiento implican que la ANEP crezca menos 
que el promedio y la Udelar lo mismo que el promedio. 
Por lo tanto, lejos de ser prioritarias, la ANEP decrece 
su participación en el gasto.

No obstante, si bien esa mirada tiene la ventaja 
de no permitir lecturas tan dudosas como la anterior, 
agrega problemas nuevos ya que toma como “buena” 
la estructura anterior del presupuesto, considerándose 
como mucho o poco aumento el “despegue” respec-
to a la línea base. Por ejemplo, un rubro que se pueda 
considerar estratégico y que fuera ínfimo su gasto, un 
pequeño aumento nos daría una tasa de crecimiento sid-
eral, cuando en realidad poco nos informa sobre qué tan 
bien posicionado está nuestro país en ese rubro.

Un claro ejemplo de lo anterior se puede ver con el 
MIDES y el Sistema de Cuidados. Si uno observa el cre-
cimiento del MIDES, podríamos estar avizorando que es 
el gran privilegiado en la nueva ley presupuestal. Sin 
embargo, muy buena parte del crecimiento obedece 
a que es allí donde se ejecuta buena parte de la imple-
mentación del nuevo Sistema Nacional de Cuidados8.  
En suma, mirar los crecimientos por sobre la línea de 

en su artículo 11 prevée la elimnación de los topes salariales a 
los asesores de Presidencia.
8	  También hay componentes en otros incisos como 
ser la ANEP.

Cuadro 2
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base, también tiene sus problemas si lo que se quiere 
es un abordaje totalizante sobre el problema presu-
puestal. Pero de todas formas, al compararse con el 
presupuesto total, se observa que la ANEP aumenta 
menos que el promedio y la Udelar lo mismo que el 
promedio, haciendo dudosas las afirmaciones sobre 
“prioridades”que abundan en la prensa9.

Por otra parte, ninguno de los indicadores de-
tallados anteriormente toma en consideración cuán-
to aumenta la producción de bienes y servicios de la 
economía. Si el escenario fuera de un gran crecimiento 
económico, pongámosle una tasa de crecimiento del 
10% del PBI, aumentar el presupuesto de la ANEP un 
4% implicaría que su participación respecto al PBI es-
taría descendiendo. Incorporando a la prioridad mac-
roeconómica como forma de analizar el presupuesto 
educativo, se observa como esa �gran prioridad� que 
implica el 40% de los esfuerzos incrementales hace 
que la educación pase de representar de algo menos 
el 4,51% en lo que se proyecta al 2015 a un 4,7% para 
el 2017 mientras que si observamos ANEP-Udelar pas-
an de un 3,81% a algo así como un 3,94%, mostrando 
que los aumentos son sumamente moderados en ésta 
perspectiva. 

El hecho de permanecer casi inmóviles en el gasto 
educativo sobre el PBI no nos posiciona nada bien: es-
tamos por debajo de la media mundial y de la regional. 
Alcanzar el 6% implicaría pasar el umbral mínimo del 
25% de países que gastan más y que tiene en buena me-
dida un buen desempeño educativo. De hecho, todos 
los países que se han tomado alguna vez como mod-
elos educativos ejemplares en la discusión pública, ha-
cen esfuerzos relativos mayores que el nuestro. Tanto 
el otrora destacado sistema educativo de Cuba, cerca-

9	  De hecho, los incisos que aumentan su participación 
en el gasto total son Presidencia, MIDES, INAU, �Diversos 
Créditos� -inciso que depende de Presidencia- y el MVOTMA.

no al 13% (el país que más gasta en educación sobre 
el PBI) a los modelos más recientemente incorporados 
como tales como Nueva Zelanda  y Finlandia, de 7,4% 
y 7,2% para el 2012 respectivamente. 

b) Desagregando el presupuesto en Educación
En la desagregación del presupuesto educativo, 

pueden observarse algunas cuestiones interesantes. 
En primer lugar, el aumento previsto por dos años im-
plicaría pasar de un 4,51% del PBI a un 4,7% del PBI. 
Asumiendo un crecimiento de prácticamente un 0,1% 
del PBI anual y asumiendo que tras el 2017 se va a con-
tinuar expandiendo el gasto en el mismo nivel, cosa no 
garantizada, se llegaría a un 5% del PBI en 2020. Llegar 
al 6% implicaría un “salto discontinuo” con niveles de 
crecimiento entre 2018-2020 de más de un 0,43% del 
PBI anual.

El análisis anterior está basado en el presupuesto 
educativo por área programática. Si lo realizáramos 
exclusivamente para ANEP-Udelar, vemos que pasó 
de 3,81% a 3,94%, creciendo un 0,13% del PBI. Asumi-
endo un crecimiento de 0,065% anual, se llegaría a 
4,135% del PBI en el 2020, con las mismas salvedades 
que hiciéramos en el párrafo anterior. Llegar al 6% 
para ANEP-Udelar en el 2020 implicaría niveles de cre-
cimiento entre 2018-2020 de un 0,69% del PBI anual.

La desagregación del presupuesto educativo mues-
tra un elemento bien importante: se continúa la ten-
dencia de aumentar más el gasto educativo por fuera 
de ANEP-Udelar. De hecho, tomando como base el gas-
to en 2015, lo que se contabiliza por fuera de los entes 
autónomos de la Educación es un 18% adicional (0,7% 
del PBI sobre 3,81% del PBI) mientras que si miramos 
los �incrementales� la relación es de 42% (0,06% del 
PBI sobre 3,94% del PBI). 

Esta lógica instalada de aumentar más por fuera de 

Cuadro 3
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la ANEP-Udelar no sólo implica mayores priorizaciones 
a la educación no formal (que en parte también) sino 
que obedece a una lógica de anclar el gasto por fuera de 
los incisos que tienen autonomía. En una perspectiva 
de largo plazo, que pretenda garantizar la sostenibili-
dad del gasto en educación, el “bypaseo institucional” 
que implica asignar gastos educativos por fuera de los 
incisos ANEP Udelar, priorizando incisos directamente 
dependientes del Poder Ejecutivo (y en muchos casos, 
directamente de Presidencia) es un problema de enti-
dad: desde el punto de vista político, es más fácil de-
sandar un programa bajo la órbita de Presidencia o del 
Poder Ejecutivo que en los Entes Autónomos.

Por otra parte, desagregando el presupuesto por 
rubros podemos ver algunos elementos adicionales 
interesantes. Respecto al aumento salarial, nuestros 
análisis están detallados en el Informe sobre el Conve-
nio. En cuanto a las inversiones, conviene detenerse. 
En primer lugar, se prevén unos 975 millones de pesos 
de aumento incremental en inversiones. De ese mon-
to, el 41% (400 millones) son vía Participación Públi-
co Privada (PPP) y el resto son inversión pública. Si se 
analiza pormenorizadamente, la PPP está más sesga-
da hacia la construcción de obra nueva y la otra hacia 
ampliaciones. Este punto es coherente con el hecho de 
que la PPP sirve para privatizar los servicios y eso tiene 
sentido en un nuevo liceo, escuela de tiempo comple-
to, etcétera que en la ampliación o mantenimiento de 
la infraestructura ya existente.

En segundo lugar, la inversión nueva está muy 
concentrada para centros de educación inicial y escue-
las de tiempo completo (esto último es coherente con la 
posibilidad de aumentar la venta de servicios vía PPP). 
Tomando en consideración estos énfasis de nueva in-
versión, la propuesta de pasar de una matriculación 
del 72% en enseñanza media al 100%, de cumplirse, 
implicaría una mayor presión sobre la infraestructura 
ya existente.

c) Comparación del pedido presupuestal elabo-
rado por la ANEP y el proyecto de Ley presentado 
por el Poder Ejecutivo

Nos parece útil comparar los dos pedidos presu-
puestales,  lejos de posicionarnos en la defensa del 
pedido presupuestal elaborado por los entes autóno-
mos ANEP y UdelaR, es significativamente útil ver qué 
pedido elaboraron puesto que ayuda a ver de mejor 
manera las proyecciones quinquenales en términos de 

objetivos y metas a realizar, y cuánto dinero implicaría 
llegar a ellas.

Para poder ejemplificar de la mejor forma la com-
paración se presenta el cuadro4.  

En la primer columna del cuadro se establecen los 
ítems en los que se basa la comparación; en la segunda 
columna los años en los cuales se compara, dejando 
para las comparaciones finales solamente la compara-
ción de los años 2016 y 2017 dado el carácter bi-anual 
del proyecto de ley presentado; en la tercera columna 
se presenta el pedido presupuestal por parte de ANEP 
en pesos uruguayos con su valor de enero de 2015; la 
cuarta se presenta la propuesta presupuestal del Poder 
Ejecutivo; en la quinta se presenta una comparación 
entre las dos propuestas, si el valor expresado es po-
sitivo quiere decir que la propuesta de ANEP supera 
en determinado monto a la del Poder Ejecutivo, si el 
mismo es negativo quiere decir por el contrario que la 
propuesta del Poder Ejecutivo es mayor; por último la 
sexta columna marca qué porcentaje del pedido elabo-
rado por ANEP cumple el Poder Ejecutivo en el Proyec-
to de Ley.

Para sacar conclusiones decidimos hacer dos com-
paraciones, una teniendo en cuenta al Sistema Nacio-
nal de Cuidados tal cual lo presenta la propuesta del 
Poder Ejecutivo en su artículo 515, y otra sin considerar 
esto. Ello se debió a que esto no está contemplado en 
el pedido de ANEP por más que haya dinero destinado 
al programa 002 de �Educación inicial y primaria� en 
el rubro que denominamos �Financiación de nuevas 
acciones� y que en el articulado presentado por el ente 
aparece en el artículo 4. Teniendo en cuenta lo dicho 
anteriormente, podemos ver que la propuesta presen-
tada en el Proyecto de Ley presentado por el Poder 
Ejecutivo cubriría el 28% del pedido de aumento pre-
supuestal elaborado por ANEP en 2016, y en el año 2017 
sería un 34%.  Si en la comparación no contáramos lo 
destinado para el Sistema Nacional de Cuidados, la 
propuesta presentada por el Poder Ejecutivo sería un 
9% de la presentada por ANEP en 2016 y un 14% para 
2017.

Vale la pena resaltar otra consideración metodo-
lógica, cuando comparamos el dinero destinado al 
aumento de salarios, tomamos para la comparación 
lo establecido en el artículo 619 del Proyecto de Ley 
Presupuestal. Este artículo establece las partidas para 
aumentos salariales a condición de la firma de conve-
nio salarial con el MEF antes del 1° de Enero de 2016 
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Cuadro 4.  Comparación del pedido presupuestal elaborado por la ANEP y el proyecto de Ley presentado por 
el Poder Ejecutivo

 
ANEP 

(En pesos uruguayos 
de enero de 2015)

PE 
(En pesos 

uruguayos de 
enero de 2015)

Diferencia en $
% sobre 

propuesta 
ANEP

Línea Base

2016 44.937.141.152 44.937.141.152 -   100%

2017 44.937.141.152 44.937.141.152 -   100%

2018 44.937.141.152 44.937.141.152 -   100%

2019 44.937.141.152 44.937.141.152 -   100%

Continuidad 
de acciones y 
compromisos 

asumidos

2016 850.173.869 -   850.173.869 0%

2017 850.173.869 -   850.173.869 0%

2018 850.173.869 -   850.173.869 0%

2019 850.173.869 -   850.173.869 0%

Incrementos 
Salariales

2016 2.212.423.589 1.227.524.000 984.899.589 55%

2017 4.382.575.073 2.544.134.000 1.838.441.073 58%

2018 6.592.715.088 2.544.134.000 4.048.581.088 39%

2019 8.327.594.413 2.544.134.000 5.783.460.413 31%

Financiación 
acciones 
nuevas

2016 3.708.050.000 550.000.000 3.158.050.000 15%

2017 6.388.999.000 1.143.424.218 5.245.574.782 18%

2018 12.652.784.000 1.143.424.218 11.509.359.782 9%

2019 17.002.885.000 1.143.424.218 15.859.460.782 7%

Programa 002 
“Educación inicial 
y primaria”  para 
implementación 
líneas de acción 

del sistema 
Nacional Integrado 

de Cuidados

2016 -   97.363.200 - 97.363.200 -

2017 -   306.664.239   - 306.664.239 -

2018 -   306.664.239  - 306.664.239 -

2019 -   306.664.239  - 306.664.239 -

Total aumento 
(contando SNIC)

2016 6.770.647.458 1.874.887.200 4.895.760.258 28%

2017 11.621.747.942 3.994.222.457 7.627.525.485 34%

Total aumento 
(sin SNIC)

2016 20.095.672.957 1.777.524.000 18.318.148.957 9%

2017 26.180.653.282 3.687.558.218 22.493.095.064 14%

Fuente: Elaboración propia en base a Proyecto de Ley de Presupuesto y Proyecto de presupuesto período 2015-2019 tomo II de ANEP
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y que en caso de no firmarse acuerdo esas partidas 
irían al rubro inversiones. Esto generaba una duda con 
qué pasaría con los ajustes inflacionarios en caso de 
no concretarse un acuerdo dado que el proyecto de ley 
no hablaba nada sobre ello, sin embargo en noticias 
publicadas el 4/10/201510 se habría generado un acu-
erdo político en la bancada para asegurar el ajuste por 
inflación como marca la pauta del Poder Ejecutivo para 
los consejos de salarios de todos los trabajadores pú-
blicos.

d) Propuestas de Reordenamiento del Gasto
El listado de propuestas, realizados por algunos 

parlamentarios pueden resumirse en:
a) Reducción del 70% de vacantes de ingreso al 

MDN
b) Reducción del Fondo para Imprevistos del MEF
c) Reducción de los aumentos de las remunera-

ciones a los Directores Nacionales del MIDES
d) No equiparación de los salarios de los diplomáti-

cos radicados en Uruguay respecto a los diplomáticos 
radicados en el exterior.

e) No aumento de las compensaciones del INAU
f) No aumento de las remuneraciones de los direc-

tores de dependencias carcelarias
g) Eliminar las exoneraciones de aportes patro-

nales a la educación privada
Posibles agregados:
h) Reducir vacantes y aumento salarial en el Minis-

terio del Interior
i) Eliminar las exoneraciones de aportes patronales 

a las mutualistas de Salud
j) Art 11 y levantamiento de topes a asesores pres-

idenciales.

Asumiendo todas como válidas, intentaremos 
acompañar con algunas de ellas con fundamenta-
ciones adicionales.

a) Reducción del 70% de vacantes de ingreso al 
MDN

El art 140 de la Ley Presupuestal plantea la reduc-
ción del 50% de las vacantes de ingreso previstas para 
el MDN. Existen propuestas en el sentido de que esta 
reducción sea de un 20% adicional, o sea, el 70%.

La idea es correcta y tiene múltiples fundamen-

10	  http://www.elpais.com.uy/informacion/fa-quitara-
dinero-plan-vazquez.html

tos. De hecho, nuestro país tiene niveles de gasto en 
Defensa sobre el PBI sumamente altos, más aún si se 
considera que no tiene amenazas bélicas y que de ten-
erlas, las posibilidades de abordar un enfrentamiento 
“ejército a ejército” victorioso son nulas.

Sólo para compararnos con un país similar en 
cuanto a ser un país de escasas amenazas bélicas y con 
un socio “grande”, vale la pena compararse con Nueva 
Zelanda. Si consideramos el gasto en pasividades y ju-
bilaciones militares como parte del Gasto en Defensa11, 
Uruguay gasta un 2,2% del PBI en Defensa mientras 
que Nueva Zelanda gasta un 1,1% del PBI. Además, 
Uruguay a pesar de poseer una población un 30% me-
nor, tiene casi el triple de efectivos militares. De hecho, 
somos el segundo país con mayores militares por habi-
tantes de América Latina después de Cuba.

Si miramos la evolución más reciente, vemos que 
el país de la región que tiene un presupuesto en Defen-
sa mayor que el nuestro es Chile. Obedece a múltiples 
razones: a) tiene diferendos pendientes con Bolivia y 
Perú; b) los militares tienen una incidencia política 
muy fuerte, y de hecho, se mantiene la disposición que 
obliga a CODELCO (empresa de cobre estatal) a aportar 
un porcentaje fijo a las FF.AA por la facturación de ex-
portaciones de cobre (Gonnet, 2012)

Un gran ausente en las contrapropuestas es rever 
la Caja Militar. La misma tiene una dinámica que no 
se resuelve vía Ley Presupuestal, pero que sí afecta en 
gran cuantía los recursos disponibles. Con unos crite-
rios de privilegio para la jubilación (20 años de aporte, 
38 años de edad, por el 90% del mayor sueldo del es-
calafón superior siguiente) más del 80% de sus egresos 
son financiados por Rentas Generales. En el año 2013, 
implicó casi un 1% del PBI, o sea, hay un 1% de déficit 
que se explica por la Caja Militar.

c) Reducción de los aumentos de los Directores Na-
cionales del MIDES

El aumento de salario importante (unos 25 mil pe-
sos) a los Directores Nacionales del MIDES parece total-
mente injustificado. Existe en muchos lados una lógica 
salarial inversa: se les paga poco a quiénes venden su 
fuerza de trabajo para desempeñar tareas, y se les paga 
mucho, a quiénes se supone lo hacen por �compromi-

11	  Para ver la discusión metodológica de porqué debe 
incluirse la Caja Militar en el gasto en defensa, leer: http://
www.razonesypersonas.com/2012/09/cuanto-gasta-uruguay-
en-defensa.html



34 | Estatutos, Fueros Sindicales, Negociación Colectiva y Salud Laboral

so político� (caso de los directores nacionales). Debe-
ría suceder lo contrario, quienes quieran ejercer cargos 
de dirección nacional, de asesoramiento, o de confian-
za en términos generales, es razonable se les pida por 
“compromiso político”, “vocación”, ó “apostolado” 
que ganen poco (dado que la idea última es contribuir 
a una causa) pero para quienes simplemente van a tra-
bajar, por más compromiso o no que tengan, lo que se 
les debe exigir es compromiso con la tarea y además 
incentivar con una buena carrera funcional.

Otro punto en discordia es sobre la regularización 
de los contratos precarios del MIDES. Marcar discre-
pancias con un punto que implica cortar con contratos 
chatarras, parece un camino desatinado para un sindi-
cato. Si se pueden rediscutir los mecanismos previstos 
para el ingreso de funcionarios en la presente ley, pero 
en todo caso, no implica negar la regularización.

g) Eliminar aportes patronales de la educación pri-
vada

El artículo 69 de la Constitución prevé la exone-
ración de impuestos a las instituciones de enseñanza 
privada y culturales. En una interpretación un tanto 
dudosa, también se les exonera de contribuciones a la 
seguridad social. 

Para el año 2013, el gasto tributario (término téc-
nico para denominar a las exoneraciones de tributos) 
para la educación privada, es de 0,24% del PBI de IVA 
y 0,06% de IRAE. Este 0,3% del PBI está exonerado por 
Constitución. Sin embargo, si contemplamos las exo-
neraciones de aportes patronales (asumiendo un 5% de 
aporte patronal FONASA y un 7,5% de aporte patronal 
jubilatorio) ascendería un 0,13% del PBI.

h) Reducción de vacantes y aumento salarial al Mi-
nisterio del Interior

Cuando se compara la ANEP con el Ministerio del 
Interior, se puede observar que en el período 2005-2014 
tuvieron un crecimiento presupuestal en términos rea-
les similar. Pero en materia salarial, la evolución ha 
sido francamente mayor para los policías. De hecho, 
si comparamos el período 2005-2014, el salario de una 
maestra en términos reales creció un 66% mientras que 
el de un policía creció un 144%12.

i) Exoneración de aportes patronales a las mutua-
listas

Por considerarse sin fines de lucro, las mutualistas 
no pagan aporte patronal (salvo para el aporte patronal 
FONASA que sí lo pagan). En este sentido, en la Salud 
se da un caso un tanto similar al del sistema educativo: 
mientras ASSE paga aportes patronales por encima de 
cualquier empresa, las mutualistas no pagan nada.

La exoneración de aportes patronales a las mu-
tualistas (el resto de la educación privada paga dichos 

12	  Asimismo, se agrava la comparación si 
consideramos que a los policías se les bajaron los requisitos 
para el ingreso, mientras que el discurso hegemónico versa 
sistemáticamente sobre la poca preparación de los docentes.

aportes a excepción de las cooperativas médicas) es de 
0,13% del PBI.

j) Art 11 y levantamiento de topes a asesores presi-
denciales

El art 11 prevé el aumento del tope salarial a los 
asesores presidenciales. Profundiza el criterio de no le-
vantar topes de quiénes ejercen carrera funcional pero 
sí de quiénes tienen cargos de confianza política. Des-
virtuando la carrera en el sistema público.
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Una particular forma de contabilizar las inversio-
nes públicas, resultante de un viejo acuerdo con el FMI 
en los años 80 y que Uruguay no está obligado a mante-
ner, genera una fuerte distorsión en el resultado fiscal. 
A partir de este diagnóstico está armada la Ley Presu-
puestal donde se incorporan recortes a la inversiones 
de las empresas públicas debilitando su operativa y 
abriendo espacio para privatizaciones.

Propongamos un ejercicio. Hace ya algunos cuan-
tos años me gano la vida con un almacén barrial del 
cual soy dueño y a fin de año nos proponemos hacer 
un balance contable de nuestra situación financiera. 
Como estos cálculos lo realizamos todos los años, con-
tamos con buena información de nuestra historia en 
este indicador, de este modo a partir de la lectura de la 
misma tomaremos decisiones importantes para nues-
tro mediano plazo.

Para realizar este balance, miro todos los ingresos 
del año (Y), luego todos los gastos (G) y como estoy pa-
gando un préstamo de una reforma que realicé en el 
pasado pongo las cuotas (i) -donde pago intereses y 
amortizo- de este préstamo como parte de mis gastos. 
De esta forma obtengo mi indicador (Y-G-i).

Este mismo cálculo realiza el gobierno de turno 
cuando quiere analizar los problemas de la economía 
año a año. Es el conocido resultado fiscal que como 
generalmente da pérdida se le denomina déficit fiscal. 
Para que la cuenta que realiza el gobierno uruguayo 
para su cálculo sea igual al razonamiento hogareño 
nos falta agregar un componente que es necesario de-
tenernos a explicar.

Sigamos con nuestras cuentas de almacenero. 
Dado que nuestro indicador da en promedio cercano a 
cero, es decir, en los últimos años promedialmente gas-
to lo que me ingresa, he resuelto estudiar la posibilidad 

de aumentar los ingresos en el mediano plazo hacien-
do una inversión. Luego de estudiarlo bastante, llegué 
a la conclusión que realizando algunas mejoras edili-
cias y mejorando la cadena de frío tengo la posibilidad 
de aumentar los ingresos corrientes, pero para llegar a 
eso preciso pedir un préstamo, a pagar en cinco años, 
que hará que nuestro indicador presente pérdida en los 
primeros dos años, debido a que tendré que afrontar 
el préstamo y preví que al principio va a costar captar 
más clientes y por tanto, aumentar los ingresos. Los si-
guientes tres años empezará a dar un magro superavit 
y luego de pagar el préstamo estaré más holgado. Esta 
manera de contabilizar el indicador la realiza cualquier 
empresa capitalista, pero no el gobierno.

¿Cómo hace el gobierno? Si nuestro almacén si-
guiera la regla contable del gobierno, tendría que con-
tabilizar todo el monto del préstamo a invertir el año 
que lo realiza. Por tanto, ese año tendríamos un déficit 
muy grande porque mis recursos me permiten pagar el 
préstamo en cinco años y no en uno. Si me rijo por esta 
regla que sigue el gobierno, mis cuentas dan que no 
puedo endeudarme ya que voy a ocasionar un déficit el 
año próximo que mis recursos no me permiten pagar,  
por tanto, no puedo invertir por esta vía.

Otra posibilidad es ahorrar y luego con toda la pla-
ta junta hacer la inversión, pero esto también generaría 
problemas ya que el año que realizo la inversión la con-
tabilizo toda junta deteriorando mi indicador de resul-
tado fiscal, la ventaja está en que no tengo que mostrar 
mi solvencia a ningún banco. Pero, para conseguir es-
tos ahorros tuve que reducir gastos de funcionamiento 
durante algún tiempo, por tanto, lo hice desatendien-
do otros aspectos claves de mi negocio, pudiendo ge-
nerar mayores gastos en el futuro.

¿De dónde viene esta forma de contabilizar el in-
dicador? A mediados de los años 80, el FMI financió 
e implantó un plan de pago para las economías lati-
noamericanas que se encontraban tremendamente en-
deudadas. Dicho plan tenía una serie de medidas en 
muchas áreas que exigían a los países que inscribían 
a él, la incorporación de esta exigencia contable. Hay 
que tener presente que estos paquetes de medidas te-
nían como objetivo liberalizar las economías y priva-
tizar las empresas estatales. Al aplicar esta forma de 
contabilidad, las empresas públicas comenzaron a te-
ner más dificultades para invertir y por tanto, alimentó 
la idea privatizadora por ineficiencias de los servicios. 
Lo curioso de esta regla es que el propio FMI en el año 

Martín Sanguinetti, 
publicado en ZUR.ORG.UY

El presupuesto 
y las trampas al 
solitario
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2001 volvió a cambiar el manual, pasando al criterio 
anterior, cosa que ya hicieron la mayoría de los países 
de la región, excepto Uruguay.

El ejemplo sirve para entender algunas decisiones 
del proyecto de Ley del Presupuesto Nacional. El espa-
cio fiscal está determinado de la misma manera que en 
mi almacén, pero con esta contabilidad extraña. En el 
programa financiero que intega el texto “Mensaje y ex-
posición de motivos” que acompaña la Ley, el gobierno 
pronostica reducir el déficit fiscal de 3,5% del PIB del 
2014 a 2,5% para el 2019. Para lograr esta mejora tenía 
a grandes rasgos tres caminos: elevar los ingresos, re-
ducir los gastos, reducir las inversiones o simplemente 
cambiar una regla contable.

La diferencia con mi almacén en este tipo de deci-
siones es que los gobiernos de turno toman decisiones 
que involucran muchas generaciones y gobiernos futu-
ros, y a su vez, cada uno de estos caminos involucran 
a grupos de interés diversos y por tanto, las decisiones 
generan redistribuciones entre ellos. Por tanto, el espa-
cio fiscal lejos de ser una cosa inamovible por el tecni-
cismo, es el resultado de pujas históricas entre diversos 
grupos sociales.

En lo que refiere a los ingresos, excluyendo las 
contribuciones a la seguridad social que son ingresos 
comprometidos, la principal fuente de ingresos del Es-
tado son los impuestos, estos pesaron un 77% de los 
ingresos en 2014. El resultado tributario está determi-
nado por tres grandes elementos: la estructura teórica 
que determina el potencial recaudatorio, la evasión y 
las exoneraciones tributarias que el gobierno decide 
otorgar. En este presupuesto el gobierno se propone no 
modificar la estructura, ser más eficiente para mejorar 
la evasión e incrementar las exoneraciones fiscales. 
Sobre este punto, el texto citado dedica buena parte a 
hablar sobre las bondades de la Ley de Promoción de 
Inversiones pero dice poco de otras formas de exone-
raciones como las zonas francas. Según el informe de 
gasto tributario de la DGI estas dos formas de exonerar 
impuestos representaron algo más del 1% del PIB en el 
2013 en Impuesto al Patrimonio e Impuesto a la Ren-
ta de la Actividad Económica, cosa que posiblemente 
se incremente en los próximos años. Hay que tener en 
cuenta que este tipo de política implican en el fondo 
gastos, ya que los impuestos son recaudación destina-
da a financiar inversiones del Estado.

Por tanto, en lo que refiere a ingresos tributarios, 
se pronostica una mejora de 0,5% del PIB. Por lo an-

tes señalado, se debe a la mejora en la evasión, pero 
seguiremos teniendo una recaudación donde casi los 
2/3 de la recaudación dependen del consumo, el 12% 
de los impuestos al trabajo -IRPF categoría II- y apro-
ximadamente el 20% a stock y flujos de capital. Esto 
quiere decir que no hay ninguna intención de caminar 
a mejorar las desigualdades de la política tributaria, y 
sobre todo de mejorar la ciclicidad de los ingresos del 
Estado, ya que los impuestos al consumo suelen acom-
pañar los ciclos económicos, cosa que le sucede menos 
a los flujos y al stock del capital.

En lo que refiere a gastos, se propone una reduc-
ción en el rubro funcionamiento que llevarán a ahorrar 
un 0,3% del PIB al fin del quinquenio en todo el Estado 
sin considerar las empresas públicas. Esta misma po-
lítica de ahorro en funcionamiento, tiene un impacto 
también precisamente en las empresas públicas, he-
cho que se refleja en la mejora que estas giran a rentas 
generales, donde se incrementan en un 0,4% del PIB. 
Ahora bien, al igual que en mis cuentas de almacenero, 
esta reducción puede hacerse con muy buenos criterios 
y planes que me vuelvan más eficiente en el gasto, o 
puede realizarse ocasionando problemas en el media-
no plazo para atender el normal funcionamiento de las 
actividades desarrolladas. Dado la generalidad con la 
que se aplica la norma, es posible que esto último le 
ocurra a muchos servicios y bienes que brinda el Es-
tado.

Por último, las inversiones del sector público se 
pronostican reducir de 3,2% al 2,7% del PIB, y de esta 
forma cumplir la meta de tener un resultado fiscal de 
2,5% del PIB. Ahora bien, si el gobierno hiciera la con-
tabilidad como en mi almacén el resultado fiscal para 
el 2014 fue de un déficit de 0,3% del PIB y será de un 
superavit del 0,2% del PIB en el 2019. 

En mi encrucijada almacenera esta simple regla 
contable me llevaría a tomar la decisión de no invertir, 
hipotecando mi posibilidad de mejorar en el mediano 
plazo. El gobierno toma la decisiones con esa regla y la 
solución parece estar en variadas formas de incentivar 
al sector privado, en particular aparece como vedette 
la Participación Pública Privada (PPP), asociación que 
no solo privatiza la inversión, sino también el funcio-
namiento. Estas privatizaciones avanzarán en muchos 
sectores como la educación, la salud y la vivienda. En 
particular en las empresas públicas avanzarán dan-
do el negocio rentable a los privados, pero además, 
los privados son incentivados por los contratos y por 
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las exoneraciones fiscales. Las empresas públicas son 
las únicas empresas que pagan todos los impuestos, 
porque no evaden ni tienen exoneraciones. Estas de-
cisiones que el gobierno toma no son triviales y de-
terminaran nuestro futuro y el de los que vendrán. La 
foto que cuenta este indicador que determina el espa-
cio fiscal, es en realidad una película de muchas leyes 
de presupuesto pasadas y por tanto, de muchas pujas. 
La que nos toca vivir, determinará como continuará el 
film en el futuro.


